
Sesión 15.a ordinaria en 19 de Junio de 1914
PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES BALMACEDA, PÜGA BORNE I COSTA

SOMARIO

Se aprueban las actas de las dos últimas se­
siones.—Cuenta.—Se discute i aprueba un 
proyecto que segrega dos distritos de la co­
muna de San Miguel para anexarlos a la 
subdelegacion 17 urbana de Santiago.—Se 
aprueba un proyecto que concede a la So­
ciedad Internacional Minera de Socorros Mu­
tuos de Huantajaya permiso para conservar 
la posesión de bienes raíces.—Se acuerda 
enviar al archivo diversos proyectos.—El 
señor Alamos llama la atención sobre el 
desarrollo que ha tomado la epidemia de 
viruela en Vichuquen i presenta un proyec­
to que concedo fondos para combatir esta 
epidemia.—Se designa a los Diputados que 
deben concurrir a formar parte de la Comi­
sión Mista de Presupuestos.—Se aprueba 
un proyecto de aclara la glosa de un ítem 
del presupuesto del Interior i consulta diez 
mil pesos para el hospital de Casablanca i que 
p)r error se asignó al lazareto de la misma 
ciudad.—El señor Bañados hace observacio­
nes sobre una reducción de empleados en 
algunas maestranzas de los Ferrocarriles 
del Estado.—El mismo señor Diputado lla­
ma la atención dei señor Ministro de Obras 
Públicas hacia las nuevas flajelaciones de 
empleados de los Ferrocarriles dei Estado. 
—Él señor Correa Bravo formula observa­
ciones sobre la ubicación que debe darse 
a la Morgue de Santiago.—Contesta el se­
ñor Ministro dellnterior.—A indicación del 
señor Quezada se acuerda eximir del trá­
mite de Comisión un proyecto que concede 
permiso para conservar la posesión de un 
bien raiz a la Sociedad Escuela de Proleta­
rios.—Se acuerda eximir del trámite de Co­
misión un proyecto del señor Alamos que 

concede fondos para combatir la epidemia 
de viruela.—A indicación del señor Mena 
se acuerda colocar en el primer lugar de la 
tabla el proyecto sobre policía sanitaria 
animal.—Continúa la interpelación sobre el 
decreto del señor Ministro de Industria re­
ferente a las relaciones del Fisco con la So­
ciedad Altos Hornos de Corral.—Usan de la 
palabra los señores Arteaga i Zañartu (Mi­
nistro de Obras Públicas).—El señor Ar­
teaga formula acusación contra el espresado 
señor Ministro por actos relacionados con 
este asunto.—Se fija la sesión del juéves 
próximo para que el Ministro acusado dó 
esplicaciones i para que la Cámara declare 
sobre si acepta o nó a examen la proposi­
ción de acusación.

DOCUMENTOS

Informe de la Comisión de Relaciones Es- 
teriores recaído en el proyecto del Honorable 
Senado que autoriza al Presidente de la Re­
pública para conferir el título de Embajador 
al Ajente Diplomático nombrado en conformi­
dad al artículo 73 de la Constitución.

Informe de la Comisión de Obras Públicas 
sobre el mensaje de S. E. el Presidente de la 
República en que pide se declare de utilidad 
pública los terrenos necesarios para la apertu­
ra del camino de Cauquénes a Buchupureo.

Informe de la Comisión de Obras Públicas 
sobre el mensaje de S. E. el Presidente de la 
República sobre un proyecto que declara de 
utilidad pública ciertos terrenos para la cons­
trucción del ferrocarril de Cajon a Llaima.

Informe de la Comisión de Obras Públicas 
sobre un proyecto que declara de utilidad pú­
blica los terrenos necesarios para la apertura 
del camino de acceso al puente sobre el rio 
Maipo en lo Gallardo
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sobre un proyecto que declara de utilidad pú­
blica los terrenos necesarios para la vía i de­
pendencias del ferrocarril de Saboya a Capi­
tan a Pastene.

Mocion del señor Alamos en que formula 
un proyecto de lei por el cual se autoriza la 
inversion de veinticinco mil pesos en comba­
tir la epidemia de viruela en la República.

Oficio de la Comisión Especial designada 
para revisar las solicitudes de gracia informa­
das por las diversas comisiones en que comu­
nica que ha elejido presidente al señor don 
Alejandro Huneeus.

Nota del Consejo Superior de Habitaciones 
Obreras que pide el pronto despacho del pro ■ 
yecto del Honorable Senado que reforma el 
artículo 2.° de le lei número 1,526, de 2 de 
mayo de 1902, sobre apuestas mutuas en los 
hipódromos.

Se leyeron i fueron aprobadas las actas si­
guientes:

«Sesión 13.a ordinaria en 18 de juniode 1914. 
—Presidencia del señor Balmaceda.—Se abrió 
a la 1 h. 40 mts. P. M., i asistieron los señores:

Palacios, Mariano 
Pereira, Guillermo 
Pereira, Ismael

Alamos, Ruperto 
Arellano, Roberto 
Bahamonde, G.
Bañados, Guillermo M. Pereira, Luis 

Puga Borne, Julio 
Prieto Valdes, Víctor 
Quézada A., Armando 
Rivas V., Manuel 
Rivera, Marcial 
Rodríguez, Luis M. 
Rosselot, Alfredo 
Saavedra, Cornelio 
Serrano A., Luis 
Silva S., Jorje 
Silva C., Romualdo 
Subercaseaux, G. 
Toro Lorca, Santiago 
Undurraga, Luis A. 
Urrejola, Rafael 
Urzúa, J. Oscar 
Valencia, Absalon 
Vicuña S., Augusto 
Vicuña S., Claudio 
Vicuña C., Luis 
Vidal, Francisco A. 
Viel, Oscar 
Zañartu P., Héctor 
i el señor Ministro 
Hacienda i el Secreta­
rio.

Barbosa, Enrique 
Campillo, Luis E. 
Canto del, Rafael 
Castellon, Juan 
Claro L., Samuel 
Correa B., Agustin 
Costa, J. Enrique 
Covarrúbias, Eduardo 
Cox Méndez, Ricardo 
Chadwick, Carlos 
Echáurren, José E. 
Echenique. Gonzalo 
Fernández, Belfor 
Fóster R., Manuel 
Frigolett, Alfredo 
Garcés, Julio 
García de la H., M. 
Huneeus, Alejandro 
Huneeus, Francisco 
Ibáñez, Maximiliano 
Inzunsa, Abdon 
Larrain, José Manuel 
Lira, Alejandro 
Marchant S., Ignacio 
Molina, Joaquin 
Molina, Luis Adan 
Morandé, Juan de D.

de

Se leyó i fué aprobada el acta de la última 
sesión celebrada el dia anterior.

Se dió cuenta:
De una solicitud del preceptorado de Ma­

gallanes en la que pide se agregue esta solici­
tud al memorial presentado por el precepto­
rado de la República en que se solicita que se 
fije por medio de una lei un sueldo fijo a di­
cho personal de empleados.

Se mandó agregar a sus antecedentes en 
Comisión de Instrucción Pública.

Dentro de la órden del dia continuó la dis­
cusión del proyecto monetario redactado por 
la Comisión Especial nombrada con ese ob­
jeto.

Puesto en discusión el articulo 10, fué 
aprobado sin debate i por asentimiento uná­
nime.

Puesto en discusión el artículo 11 fué apro­
bado sin debate, acordándose, a indicación del 
señor Ibáñ«z, correjir el error de copia que 
aparece en él 
componen en 
componen».

Puesto en 
de la palabra los señores Fóster Recabárren, 
Huneeus don Francisco, Arellano i Salas Ed­
wards (Ministro de Hacienda).

El señor Fóster hizo indicación para susti­
tuir en la frase que dice: «que exijan ser rein­
tegradas», la palabra «exijan» por la de «de 
ban».

El señor Huneeus don Francisco hizo indi­
cación para sustituir en la frase que dice 
«quien dará cuenta al Presidente de la Re­
pública», la palabra «quien» por estas otras: 
«el que».

El señor Arellano hizo indicación, que pos­
teriormente se dió por retirada a pedido de su 
autor, para agregar el siguiente inciso:

«El inspector de bancos tendrá el carácter 
de jefe de oficina para los efectos que estable­
ce el número 10 del artículo 73 de la Consti­
tución Política».

Cerrado el debate, se dió por aprobado el 
artículo conjuntamente con las indicaciones 
de los señores Fóster Recabárren i Huneeus 
don Francisco.

Puesto en discusión el artículo 13, usaron 
do la palabra los señores Arellano, Ibáñez, Su­
bercaseaux, Fóster Recabárren, Silva Soma­
rriva, Salas Edwards (Ministro de Hacienda).

Se formularon las siguientes indicaciones: 
Por el señor Ibáñez:

Para modificar la redacción del inciso 2.° 
I del artículo en los términos s guientes:

diciendo: Los miembros que lo 
vez «de los miembros que la 

discusión el artículo 12, usaron
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«El capital i los bienes de cualquier jénero 
que las actuales ajencias de bancos estranje- 
ros constituyan en Chile, quedarán especial­
mente afectos al pago de su obligaciones en el 
pais, dándoles la calidad de créditos privile- 
jiados de primera clase».

Por el señor Fóster Recabárren:
Para agregar al inciso 2.° la siguiente frase: 

«en las condiciones establecidas en el número 
5.° del artículo 2472 del Código Civil».

Por el señor Silva Sornarriva: •
Para modificar el inciso final dél artículo 

en los términos siguientes:
«Los bancos estranjeros no podrán invertir 

fuera del pais su capital, sus depósitos i sus 
reservas».

Cerrado el debate, se dieron sucesivamente 
por aprobados los diversos incisos del articu­
lo con las indicaciones de los señores Fóster 
Recabárren, Ibáñez i Silva Sornarriva.
. Puesto en discusión el artículo 14, usó de 
la palabra el señor Fóster Recabárren, quien 
hizo indicación para sustituir en la frase final 
que dice: «el que tengan en Chile», la palabra 
«el» por la de «los».

Cerrado el debate se dió por aprobado el ar­
ticulo conjuntamente con la indicación del se­
ñor Fóster Recabárren.

El articulo 15 se d’ó por aprobado sin de­
bate i por asentimiento tácito.

Puesto en discusión el artículo 16, usaron 
de la palabra los señores Bañados, Rodríguez 
dom Luis Martiniano i Salas Edwards (Minis­
tro de Hacienda).

El señor Bañados hizo indicación, que pos- 
riormente se dió por retirada a pedido de su 
autor, para que se establezca en el artículo 
que queda también derogado el artículo 10 de 
la lei de 23 de julio de 1860.

Cerrado el debate, se dió por aprobado el 
artículo por asentimiento unánime en la forma 
propuesta por la Comisión.

Puesto en discusión el artículo 17, usaron 
deda palabra los señores Arellano, Salas Ed­
wards (Ministro de Hacienda) i Huneeus don 
Francisco.

Cerrado el debate, se dió por aprobado el 
artículo por asentimiento tácito.

Puesto en discusión el artículo 18, usaron 
de la palabra los señores Silva Sornarriva, Un 
durraga, Huneeus don Francisco, Salas Ed­
wards (Ministro de Hacienda) i Fóster Reca­
bárren, i se formularon las siguientes indica­
ciones:

Por el señor Undurraga:
Para ampliar de seis meses a un año el pla­

zo para que puedan acojerse a las disposicio­
nes de esta lei los bancos actualmente consti­
tuidos en sociedades anónimas en conformi­
dad a las leyes chilenas.

Por el señor Fóster Recabárren:
Para sustituir en el inciso final la palabra 

«dirección» por la de «jerencia».
Cerrado el debate se puso en votación la 

indicación del señor Undurraga i fué aproba­
da por veinticuatro votos contra siete, abste­
niéndose de votar tres señores Diputados.

La indicación del señor Fóster Recabárren 
se dió por aprobada por asentimiento unánime.

En la misma forma se aprobó el resto del 
artículo.

Puesto en discusión el artículo 19, usó de 
la palabra el señor Salas Edwards (Ministro 
de Hacienda), quien hizo indicación para mo­
dificar la parte inicial del artículo en los tér­
minos siguientes:

«Art. 19. Las disposiciones del artículo 12, 
de los incisos 2.° i 3.° del artículo 13 i de los 
artículos 15, 16 i 17 se aplicarán, etc.»

Cerrado el debate se dió por aprobado el 
artículo conjuntamente con la indicación del 
señor Ministro.

Puesto en discusión el articulo 20 usaron de 
la palabra los señores: Subercaseaux, Ibáñez, 
Salas Edwards (Ministro de Hacienda), Fri- 
golett, Silva Cortés i Palacios.

Se formularon las siguientes indicaciones: 
Por el señor Subercaseaux:

Para que se establezca que el Presidente de 
la República pueda hacer acuñar moneda a 
pedido del Consejo.

Por el señor Ibáñez:
Para suprimir la moneda de oro de cien pe­

sos; para dar el nombre de cóndor en vez del 
de doblon a la moneda de oro de veinte pesos.

Por el mismo señor Ibáñez para agregar al 
artículo el siguiente inciso:

Las libras esterlinas tendrán curso legal en 
Chile a razon de veinticuatro pesos por libra.

Por el señor Fóster Recabárren:
Para correjir la redacción de la frase que 

dice: «por pieza la tolerancia por peso», en 
los términos siguientes: «la tolerancia por 
pieza en el peso».

Cenado el debate se dió por retirada a pe­
dido de su autor la indicación del señor Su­
bercaseaux.

Puesta en votación la indicación del señor 
Ibáñez, para suprimir la moneda de cien pesos 
i denominar cóndor en vez de doblon la mo­
neda de veinte pesos, fué aprobada por vein-
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tiun votos contra once, absteniéndose de vo­
tar un señor Diputado.

La indicación del señor Ibáñez, para que la 
libra esterlina tenga curso legal en Chile, fué 
aprobada por veintinueve votos contra cuatro.

La modificación de redacción propuesta por 
el señor Foster Recabarren se dió tácitamente 
por aprobada, i en la misma forma el ivsto 
del artículo.

Puesto en discusión el artículo 21 usaron 
de la palabra los señores: Subercaséaux, Claro 
Lastarria, Palacios i Salas Edwards (Ministro 
de Hacienda).

Se formularon las siguientes indicaciones:

Por el señor Molina don Luis Adan:
Para sustituir el artículo por los siguientes: 
«Art. 21. Habrá dos clases de monedas de 

plata: una de doscientos centavos i una de 
cien centavos.

Art. ... Las monedas de veinte centavos, 
diez i cinco centavos serán de nikel de ocho 
cuatro i dos gramos, respectivamente».

Por el señor Claro Lastarria:
Para suprimir la moneda de plata de cinco 

pesos.
Por el señor Palacios:

Para suprimir la moneda de plata de dos 
pesos.

Por el señor Palacios:
Para que se consulte en el proyecto la acu­

ñación de moneda de cobre de un centavo.
Cerrado el debate se puso en votación la 

indicación del señor Claro Lastarria para su­
primir la moneda de cinco pesos i fué apro­
bada por veintisiete votos contra tres.

Las indicaciones del señor Palacios se die­
ron por retiradas a pedido de su autor.

L.a indicación del seño»’ Molina don Luis 
Adan se dió por desechada por asentimiento 
unánime.

El resto del artículo se dió por aprobado.
Sin debate i por asentimiento tácito se dió 

por aprobado el artículo 22.
Puesto en discusión el artículo 23 usó de la 

palabra el señor Palacios.
Cerrado el debate se dió por aprobado el 

artículo con un voto en contra.
Puesto en discusión el artículo 24 usó de 

la palabra el señor Salas Edwards (Ministro 
de Hacienda), quien hizo indicación para redu­
cir de veinte millones a quince millones de 
pesos la cantidad de moneda de plata que se 
podrá acuñar, indicación que fué aprobada 
por asentimiento unánime.

Sin debate i por asentimiento tácito se die­

ron sucesivamente por aprobados los artículos 
25, 26 i 27.

Puesto en discusión el artículo 28 usaron de 
la palabra los señores Ibáñez, Rivas Vicuña i 
Subercaseaux.

El señor Ibáñez hizo indicación para sus­
tituir en el inciso final del artículo, en la frase 
que dice: «podrá contratar un préstamo o 
cuenta corriente» la palabra «o» por la de 
«en», en conformidad al acuerdo anteriormen­
te tomado por la Cámara.

Cerrado el debútese dió por aprobado el ar­
tículo conjuntamente con la indicación del 
señorIbáñez.

Sin debate i por asentimiento tácito se die­
ron sucesivamente por aprobados los artículos 
29 i 30.

Puesto en discusión el artículo 31 usaron 
de la palabra los señores Silva Somarriva, 
Ibáñez, Subercaseaux, Urrejola, Palacios i Fos­
ter Recabárren.

A indicación del señor Balmaceda (PresL 
dente) se acordó continuar tratando de este 
mismo proyecto en el primer cuarto de hora 
de la sesión de tres i media a seis i media 
de este mismo dia.

Por haber llegado la hora de término de la 
sesión, que con anterioridad se habia acorda­
do prorrogar, se levantó ésta a las tres horas 
cuarenta i cuatro minutos de la tarde».

«Sesión 14.a ordinaria en 18 de junio de 1914.
—Presidencia del señor Balmaceda. —Se abrió
a las 3 hs. 44 mts. P. 
res:

Alamos, Rupecto 
Arancibia L., Héctor 
Atellano, Roberto 
Arteaga, Claudio 
Bahomonde, G. 
Bañados, Guillermo 
Barbosa, Enrique 
Boza Lillo, Agustín 
Campillo, Luis E. 
Canto del, Rafael 
Cárdenas, Nolasco 
Castellon, Juan 
Claro L., Samuel 
Correa B., Agustin 
Costa, J. Enrique 
Covarrubias, Eduardo 
Cox Méndez, Ricardo 
Chadwick, Carlas 
Echáurren, José F. 
Espinosa J., Manuel 
Fernández, Belfor 
Fñrster, Guillermo

M., i asistieron los seño-

Fóster FL, Manuel 
Frigolett. Alfredo 
Garcés, Julio 
García de la H., M. 
Huneeus, Alejandro 
Huneeus, Francisco 
Ibáñez, Maximiliano 
Larrain. José Manuel 
León Luco, Ramon 
Lira, Alejandro 
Lorca P., Rafael 
Marchant S., Ignacio 
Molina, Joaquin 
Molina, Luis Adnn 
Morandé, Juan de D. 
Palacios, Mariano 
Pereira, Guillermo 
Pereira, Ismael 
Puga Borne, Julio 
Prieto Valdes, Víctor 
Quezada A., Armando 
Ramírez, Pablo
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Rivas V., Manuel 
Rivera, Marcial 
Robles, Víctor V. 
Rodríguez, Aníbal 
Rodríguez, Luis M. 
Rosselot, Alejandro 
Ruiz V., Eduardo 
Saavedra, Cornelio 
Serrano, A. L-uias 
Silva S., Jorje 
Silva 0., Romualdo 
Subercaseaux, G 
Toro Lorca, Santiago 
Ugarte V., Olegario 
Undurraga, Luis A.

Urrejola, Rafael
Urzúa J., Oscar 
Valencia, Absalon
Veas, Bonifacio 
VicuñaS., Augusto 
Vicuña S., Claudio 
Vicuña O., Luis
Vidal. Francisco A- 
Viel Oscar
Villegas E., Enrique 
Zañartu P., Enrique 
Zañartu P., Héctor

el señor Ministro de 
Hacienda i el Secreta­
rio.

A indicación del señor Balmaceda (Presi­
dente) se acordó considerar esta sesión como 
continuación de la anterior partí los efectos de 
la lectura i aprobación del acta que no alcanzó 
a ser redactada.

Se dió cuenta:
De tres oficios del Honorable Senado, con 

los que remite aprobados los siguientes proyec­
tos de lei: 

de votar cuatro señores Diputados. No habien­
do resultado eficaz la votación se procedió a 
repetida i tomada nuevamente fué aprobado 
el artículo por veintitrés votos contra veintidós, 
absteniéndose de votar dos señores Dipu­
tados.

Sin debate i por asentimiento tácito se dió 
por aprobado el artículo 32.

Puesto en discusión el artículo 33, usaron 
de la palabra los señores Bañados i Foster Re- 
cabárren.

Cerrado el debate se dió por aprobado el 
ai tículo por asentimiento tácito.

Puesto en discusión el artículo 34, usaron 
de la palabra los señores Correa Bravo, Pala» 
cios, Ibáñez, Subercaseaux, Salas Edwards 
(Ministro de Hacienda), Urrejola, Frigolet i 
Bañados.

Se formularon las siguientes indicaciones:

Por el señor Correa Bravo:
Para modificar la redacción del artículo di­

ciendo: en las plazas comerciales donde lo 
crea conveniente en vez de: «en las plazas co­
merciales que crea conveniente’».

Por el señor Ibáñez:
Uno que declara que la suma de diez mil 

pesos, consignada en el ítem 2,341 del presu­
puesto del Interior, debe destinase a los gastos 
del Hospital de Casablanca.

A Cornisón de Asistencia Pública.
Otro que autoriza al Presidente de la Re­

pública para invertir, de las utilidades que pro­
duzcan en el presente año los servicios de agua 
potable i de desagües, hasta la suma de cien 
mil pesos en los gastos que orijine la construc­
ción de los alcantarillados domiciliarios en los 
casos a que se refiere el inciso a del artículo 
8.° de la lei número 1,835, de 14 de febrero 
de 1906.

Otro que autoriza al Presidente de la Repú­
blica para invertir la cantidad de dieciseis mil 
pesos, oro de dieciocho peniques, en los gastos 
de fundición, trasporte i colocación del grupo 
escultórico que obsequiará el Gobierno de Chi­
le al .Palacio de Paz de la Haya.

En conformidad al acuerdo tomado en la 
sesión anterior se pasó a tratar del proyecto 
monetario.

Continuó la discusión del artículo 31 i usa­
ron de la palabra los señores Silva Cortés, 
Ibáñez, Cox, Salas Edwards (Ministro de Ha­
cienda), Silva Somarriva i Foster Recabárren.

Cerrado el debate se puso en votación el ar­
tículo i resultaron veintiún votos por la afirma­
tiva i veintiuno por la negativa, absteniéndose

Para intercalar después délas palabras «pla­
zas comerciales» esta otra: «estranjeras».

Por el señor Urrejola:
Para intercalar las palabras «i en Valpa­

raiso» .
Por el señor Subercaseaux:

Para que se autorice solo el establecimiento 
de una ajencia eu Londres.

Cerrado el debate se dió por aprobada la in­
dicación del señor Correa Bravo por asenti­
miento unánime.

La indicación del señor Subercaseaux se dió 
por aprobada con dos votos en contra.

Puesta en votación la indicación del señor 
Urrejola fué desechada por treinta i cuatro 
votos contra nueve, absteniéndose de votar un 
señor Diputado.

La votación fué nominal a pedido del señor 
Frigolett.

Votaron por la afirmativa los señores: Ba- 
hamonde, Bañados, Boza Lillo, Correa Bra­
vo, Covarrúbias, Frigolett, Rivas Vicuña, 
Rosselot, Urrejola.

Votaron por la negativa los señores: Ala­
mos, Arancibia Laso, Balmaceda, Campillo, 
del Canto, Costa, Cox Méndez, Chadwick, 
Echáurren, Garcés, García de la Huerta, Hu­
neeus don Alejandro, Huneeus don Francisco 
Ibáñez, Larrain don José Manuel, Marchant, 
Molina don Joaquín, Molina don Luis Adan,
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Palacios, Pereira don Guillermo, Pereira don 
Ismael, Puga Borne, Prirto Valdes, Quezada, 
Rivera don Marcial, Rodríguez don Luis Marti- 
niano, Serrano, Silva Cortés, Subercaseaux, 
Valencia, Vicuña don Augusto, Vicuña don 
Claudio, Vidal Garcés.

Se abstuvo de votar el señor Claro Lasta­
rria.

Puesto en discusión el artículo l.° de los 
transitorios usaron de la palabra los señores 
Ibáñez, Salas Fdwards (Ministro de Hacien­
da), Palacios, Correa Bravo, i se formularon 
las siguientes indicaciones:

Por el señor Ibáñez:
Para ampliar a dos años el plazo de seis 

meses consignado en el artículo.
Por el señor Correa Bravo:

Para modificar la parte final del articulo en 
los términos siguientes: «o bien retirar en 
billetes los saldos de depósitos constituidos, 
previa cancelación del certificado que hubie­
ren recibido de la Oficina de Emisión Fiscal.

Por el señor Ibáñez:
Para intercalar después de las palabras «los 

saldos» estas otras «correspondientes a dos 
peniques por peso».

Por el señor Palacios para derogar el si­
guiente inciso:

Por este plazo los bancos abonarán a la 
Caja el mismo interes que ésta cobre por los 
descuentos.

Cerrado el debate se dió por aprobado el 
artículo con la indicación del señor Correa 
Bravo i las dos del señor Ibáñez.

Sin debate i por asentimiento tácito se dió 
por aprobado el artículo 2.° de los transito­
rios.

Puesto en discusión el artículo 3.° de los 
transitorios, usaron de la palabra los señores 
Correa Bravo i Salas Edwards (Ministro de 
Hacienda).

Cerrado el debate se dió por aprobado el 
artículo con un voto en contra.

Puesto en discusión el artículo final de los 
transitorios usaron de la palabra los señores 
Ibáñez, Salas Edwards (Ministro de Hacien­
da), quien hizo indicación para ampliar de se­
senta a noventa dias el plazo para que la lei 
principie a rejir.

Cerrado el debate se dió por aprobado el 
artículo con la indicación del señor Salas 
Edwards (Ministro de Hacienda).

Quedó terminada la discusión del proyecto 
monetario i aprobado éste en los términos si 
guientes:

•Proyecto de lei:

TITULO I

DE LA ORGANIZACION DE LA CAJA

Artículo l.° Créase con el nombre de Caja 
de Conversion una institución encargada de las 
operaciones que le señala esta lei.

Art. 2.° La Caja será administrada por un 
consejo formado de seis miembros i del director 
jerente.

Los consejeros serán nombrados por el Pre­
sidente de la República en la siguiente forma:

á) Uno a propuesta del Senado i uno a pro­
puesta de la Cámara de Diputados. Cada una 
de las Cámaras propondrá al Presidente de la 
República una lista de dos nombres, formada 
por voto acumulativo, para la designación del 
consejero que le corresponde.

b) Uno propuesto en lista de dos nombres 
por el consejo de la Caja de Crédito Hipote­
cario.

c) Uno a propuesta de los presidentes de 
bancos nacionales cuyo capital pagado no sea 
inferior a cinco millones de pesos. Los presiden­
tes de estas instituciones, convocados por el Mi­
nisterio de Hacienda, formarán por mayoría de 
votos una lista de dos nombres para la designa­
ción del consejero.

d) Dos designados directamente por el Pre­
sidente de la República.

e) El director jerente será nombrado a pro­
puesta de los demas consejeros.

Los miembros del Consejo deberán ser chile­
nos i durarán en sus funciones por tres años, 
podiendo ser reelejidos.

El Consejo elejirá un presidente i un vice­
presidente.

La representación legal de la Caja correspon­
derá al presidente conjuntamente con el direc­
tor jerente. El presidente será reemplazado por 
el vice-presidente.

El director jerente tendrá un sueldo de trein­
ta i seis mil pesos anuales.

Cada consejero tendrá una remuneración de 
ciento cincuenta pesos por sesión a que asista. 
Esta remuneración no podrá exceder de veinte 
mil pesos anuales.

El cargo de consejero de la Caja es incompa­
tible con el de jerente o consejero de banco.

El cargo de conséjero es también incompa­
tible con todo otro cargo fiscal, con escepcion 
de los de jefes de oficina de Hacienda, quie­
nes en el caso de ser designados para desem­
peñarlo, gozarán de una remuneración equi­
valente a la mitad de la fijada a los consejeros 
por cada sesión a que asistan.
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Los miembros del Consejo serán conside­
rados como jefes de oficina para los efectos 
¿el número 10 del articulo 73 (82) de la Cons­
titución i el director jerente como jefe de ofi­
cina de Hacienda para los efectos del inciso 
6,o del artículo S3 (102) de la Constitución.

Art. 3.° La Caja de Conversion tomará a su 
cargo i administrará bajo la responsabilidad de 
los miembros del Consejo:

a) Los fondos fiscales en oro destinados por 
las leyes vijentes al canje de los billetes de cur­
so legal.

b) Los fondos en oro depositados por los ban­
cos nacionales i estranjeros con arreglo a la lei 
2,654 de 11 de mayo de 1912.

c) Los demas valores que reciba de acuerdo 
con las disposiciones de la presente lei.

Los fondos enumerados en este artículo no 
podrán ser destinados a otro objeto que al canje 
de billetes i demas operaciones que determine 
esta lei i deberán ser mantenidos por la Caja en 
sus propias arcas.

Sin embargo el Consejo de la Caja podrá, pre­
via autorización del Presidente de la República, 
mantenerlos en depósito en bancos de primera 
clase de Europa o Estados Enidos de Norte 
América a un plazo máximo de noventa dias 
de aviso. Esta disposición se entenderá sin per­
juicio de lo dispuesto en el artículo ... respecto 
del capital de la Caja.

Art. 4.° Queda a cargo de la Caja de Con­
version las emisiones de billetes fiscales hechas 
con arreglo a las leyes números 1,054, de 31 
de julio de 1898; 1,509, de 31 de diciembre de 
1901; 1,721, de 29 de diciembre de 1904 
1,867, de 23 de mayo de 1906; 1,992, de 27 
de agosto de 1907; i el saldo de emisiones fis­
cales anteriores a la citada lei de 31 de julio 
de 1898.

Queda también a cargo de la Caja de Con­
version el canje de los billetes emitidos de 
acuerdo con la lei número 2,654, de 11 de mayo 
de 1912.

TITULO II

DEL CANJE I EMISION DE BILLETES

Art. 5.° Desde la vijencia de la presente lei, 
la Caja de Conversion canjeará los billetes de 
las emisiones fiscales por monedas de oro lejíti- 
mamente acuñadas en Chile u otras naciones, 
fiue designe la Caja, con aprobación del Presi­
dente de la República, a razon de diez peniques 
por peso.

Podrá también la Caja hacer este pago en 
letras sobre Londres, con deducción de los 

gastos correspondientes a la remisión de las es­
pecies.

Los billetes fiscales canjeados serán retira­
dos de la circulación, con las formalidades que 
el reglamento prescriba.

Art. 6.° La Caja de Conversion emitirá bi­
lletes en cambio de oro o letras de la misma 
Caja, que depositen en sus arcas las personas 
que lo soliciten, a razon de diez peniques por 
peso.

El Presidente de la República podrá autori­
zar esta misma operación por medio de depó­
sitos en la Caja de Conversion de oro o letras 
de la misma Caja, provenientes de las entradas 
jenerales de la Nación.

Estos b illetes servirán para la solución de 
toda clase de obligaciones pagaderas en mone­
da corriente, i serán convertibles a su presen­
tación a razon de diez peniqúes por peso, en la 
misma forma establecida en el artículo anterior. 
Servirán asimismo para solucionar las obliga­
ciones contraídas en moneda de dieciocho peni­
ques o en moneda de otros países con la equi­
valencia correspondiente.

Art. 7.° La Caja de Conversion podrá com­
prar letras de cambio de primera clase sobre 
Londres, cuando pueda adquirirlas en condicio­
nes mas ventajosas para ella que las establecidas 
en el inciso 2.° del artículo 5.°, emitiendo para 
su pago billetes convertibles.

Podrá asimismo vender letras por un valor 
equivalente, en condiciones de cambio no infe­
riores a las del inciso 2.° del artículo 5.°, reci­
biendo en pago billetes que serán retirados de 
la circulación.

TITULO III

DE LAS OPERACIONES DE DESCUENTO

Art. 8.° La Caja de Conversion podrá des­
contar obligaciones suscritas a favor de bancos 
nacionales, cuyo capital pagado no baje de un 
millón de pesos i siempre que dichas obligacio­
nes sean endosadas por el Banco que las pre­
sente en calidad de codeudor solidario.

Solo se admitirán a este descuento letras de 
cambio que provengan de operaciones efectivas 
que calificará en cada caso el Consejo de la 
Caja íi otras obligaciones a la órden. Si éstas 
últimas no han sido otorgadas con la garantía 
de títulos de la deuda pública, bonos de la Ca­
ja de Crédito Hipotecario o de otras institu­
ciones hipotecarias que determine el Presi­
dente de la República, de acuerdo con el 
Consejo de la Caja, deberá constituir dicha 
garantía el Banco que solicite el descuento 
sin perjuicio de su responsabilidad de codeu­
dor solidario. En tal caso la prenda que se
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constituya a favor de la Caja gozará del pri­
vilegio de que trata el artículo 814 del Código 
de Comercio, aunque se otorgue por instru­
mento privado i aunque éste no se protocolice.

El vencimiento de las letras no podrá exce 
der de noventa dias i el de las obligaciones que 
la Caja descuente no podrá exceder del plazo 
de ciento ochenta dias, contados ambos desde la 
■fecha del descuento.

Las garantías serán estimadas, para el efecto 
del descuento, a lo mas en el setenta i cinco por 
ciento de su valor corriente de plaza.

La tasa del descuento será fijada periódica­
mente por el mismo Consejo.

Los actos i contratos que la Caja celebre 
con los bancos i a que se refiere este artículo, 
serán firmados por el secretario de la Caja 
como oficial de fe pública, tendrán el carác­
ter de instrumentos públicos i tendrán fuerza 
ejecutiva.

Art. 9.° La Caja podrá destinar a las ope­
raciones de descuento hasta la cantidad de 
sesenta millones de pesos del fondo de con­
version. Esta cantidad podrá aumentarse en 
la misma proporción en que se aumente el ca­
pital de la Caja. Las operaciones de descuen­
to que se acuerden a los bancos no podrán 
exceder del sesenta por ciento de su capital 
pagado.

Art. 10. Para efectuar los descuentos de que 
tratan los artículos anteriores, la Caja de Con 
version podrá emitir billetes de curso legal con 
vertibles a su presentación, en la fonna deter­
minada en el artículo 6.°

Art. 11. El Consejo déla Caja de Conver­
sion no podrá acordar los descuentos indicados 
en los artículos anteriores, sin la mayoría abso­
luta de votos de los miembros que la componen. 
De toda operación de esta naturaleza se dejará 
testimonio en el acta, con indicación de los Con­
sejeros que hayan concurrido a acordarla.

TITULO IV

REGLAMENTACION BASCARIA

Art. 12. La inspección de bancos estableci­
da por la lei 2,621, de 24 de enero de 1912, se 
ejercerá bajo la supervijdancia del Consejo de 
la Caja de Conversion, el que dará cuenta al 
Presidente de la República de los casos en que 
el capital de un Banco haya sufrido disminu 
ciones que deban ser reintegradas.

Art. 13. No podrá en adelante establecerse 
en el pais ninguna ajencia de bancos en confor­
midad al artículo 468 del Código de Co­
mercio.

El capital i los bienes de cualquier jénero 
que las actuales ajencias de bancos estranjeros 

constituyan en Chile quedarán especialmente 
afectos al pago de sus obligaciones en el pais 
dándoles la calidad de créditos privilejiados de 
primera clase, en las condiciones establecidas 
en el número G.° del artículo 2472 del Código 
Civil.

Los bancos estranjeros no podrán invertir 
fuera del pais su capital, sus depósitosni sus re­
servas.

Art. 14. Los bancos no podrán recibir de­
pósitos en cantidad superior al cuádruplo de su 
capital pagado i fondo de reserva.

Para los efectos de este artículo se enten­
derá por capital pagado i fondo de reserva de 
las ajencias’de bancos estranjeros: los que ten­
gan en Chile.

Art. 15, El Presidente de la República no 
podrá autorizar el funcionamiento de bancos de 
depósitos i descuentos ni el aumento de su ca­
pital, sin informe favorable del Consejo de la 
Caja de Conversion acerca de la efectividad de 
dicho capital, de acuerdo con lo dispuesto en 
en el artículo 6.° de la lei de 23 de julio de 
1860.

No podrá continuar en funciones ningun¡ 
Banco que no mantenga en todo tiempo su ca­
pital en la forma establecida en dicho artículo o 
que contravenga las disposiciones de los artícu­
los 12, 13 i 14 de la presente lei.

Art. 16. Se derogan las disposiciones de la 
lei de 23 de julio de 1860, que conceden a los 
bancos la facultad de emitir billetes. Las dispo­
siciones de dicha lei, relativas a la instalación i 
funcionamiento de losbancosde emisión, se apli­
carán a los bancos de depósitos i descuentos.

Art. 17. Los libros de contabilidad i los libros 
ausiliares de bancos deberán ser llevados en 
idioma español. En el mismo idioma se redac­
tarán Jos estados, balances e informes que pre-: 
senten al Gobierno i los demas documentos que 
el Consejo de la Caja estime necesarios para 
comprobar las operaciones de su contabilidad. 
Cada vez que requerido por la Inspección no 
cumpla un Banco con las disposiciones del 
presente artículo, será penado con una multa 
de mil pesos.

Art 18. Para los efectos de esta lei se en­
tiende por bancos nacionales aquellos que ten­
gan el cincuenta i uno por ciento, a lo ménos, 
de su capital en poder de chilenos naturales o 
legales i siempre que no exceda del veinticinco 
por ciento el capital perteneciente a los estran­
jeros residentes fuera del pais.

Los bancos, actualmente constituidos en 
sociedades anónimas con arreglo a las leyes 
chilenas, que no reunan las condiciones esta­
blecidas en el inciso anterior, podrán acojerse 
a los derechos que esta lei otorga a los bancos 
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nacionales declarando, dentro del plazo de un 
año desde la promulgación de esta, lei, que no 
aceptarán transferencias ni acordarán emisio 
nes de acciones a favor de estranjeros hasta 
enterarlas cuotas sondadas en el articulo an­
terior.

No podrán acojerse a los beneficios de esta 
lei, los bancos que prohíban la participación 
de los nacionales en su jerencia o en su con­
sejo.

Art. .19. Las disposiciones del artículo 12, 
de los incisos 2.° i 3.° del artículo 13 i de los 
artículos 15, 16 i 17 se aplicarán igualmente a 
las ajencias de.bancos estranjeros ya establecí 
dos en el nais.

TITULO V

DE LAS MONEDAS

Art. 20. Se autoriza al Presidente de la De­
pública para hacer acuñar, de acuerdo con el 
Consejo de la Caja de Conversion, la cantidad 
de monedas de oro que estime necesarias en 
conformidad a las siguientes especificaciones:

Las monedas de oro se denominarán cóndor, 
doblon i escudo i su lei será de nueve dé Amos 
de tino.

El doblon: seis gramos setenta i siete mil 
novecientos noventa i cinco cien milésimos de 
gramo, veintiún milímetros de diámetro i su 
valor será de veinte pesos; el escudo: tres gra 
mos treinta i ocho mil novecientos noventa 
i siete cien milésimos de gramo, diecinueve 
milímetros de diámetro i su valor será de diez 
pesos.

Todas estas monedas llevarán en su anverso 
el busto de la República, rodeado de las pala­
bras «República de Chile» i en el reverso el 
escudo nacional, la designación del valor en le­
tras i la del año de la amonedación en cifras i 
el sello de la Casa de Moneda.

La tolerancia en feble i en fuerte de las mo­
nedas de oro, será de dos milésimos, en la lei, 
i en el peso: de uno por mil en el cóndor, de 
dos por mil en el doblon i el escudo. La tole­
rancia por pieza en el peso será de un centigra­
mo para el cóndor, de uno i medio centigramos 
para el doblon i de dos centigramos para el es­
cudo.

Las libras esterlinas tendrán curso legal en 
Chile a razon de veinticuatro pesos por libra.

Art. 21. Habra cinco clases de monedas de 
plata: una de doscientos i una de cien centavos, 
que se denominarán dos pesos i un peso. Las 
restantes serán de veinte, diez i cinco centa­
vos.

La lei de la moneda de cinco pesos será de 
nueve décimos de fino, de quinientos veinte 

milésimos la de la moneda de dos pesos i de un 
peso i de cuatrocientos milésimos la de las mo­
nedas de veinte, diez i cinco centavos.

La moneda de cinco pesos tendrá veinti­
trés gramos de peso i treinta i cinco i medio 
milímetros de diámetro; la de dos pesos dieci­
seis gramos i treinta i dos milímetros de diá­
metro; la de un peso ocho gramos i veintiocho 
i medio milímetros; la de veinte centavos, tres 
gramos i veintiuno i medio milímetros; la de 
diez centavos, uno i medio gramos i diecisiete 
milímetros: i la de cinco centavos, un gramo i 
catorce i medio milímetros.

Las monedas de plata llevarán en el anverso 
un cóndor rodeado de l"s palabras «República 
de Chile» i ia designación de la lei en fino de 
cada moneda i en el reverso una orla de laure­
les i dentro de ésta el sello de la Casa de Mo­
neda, el valor de la moneda en letras i el año 
de la amonedación en cifras.

Art. 22. La denominación, valor, diámetro, 
aleación i tolerancia de las monedas de vellón 
serán las establecidas por la lei número 1,652, 
de 9 de marzo do, 1904.

Art. 23. Dos añcs después de la promulga­
ción de la presente lei, quedarán demonetiza­
dos los actuales billetes de uno i de dos pesos i 
las monedas de plata i vellón que no hayan sido 
acuñadas en conformidad a ella.

Desde el segundo año de la vijencia de la 
presente lei, la Caja de Conversion no podrá 
emitir billetes del tipo de uno i de dos pesos.

La Casa de Moneda proveerá a la Caja de 
Conversion de las monedas necesarias para can­
jear por un valor correspondiente los billetes 
especies metálicas que se demoneticen en con­
formidad al presente artículo. Asimismo la Casa 
de Moneda suministrará a la Dirección del Te­
soro las cantidades necesarias para que las te­
sorerías fiscales efectúen, a su vez, el canje indi­
cado en el inciso anterior.

Art. 24. Se autoriza, al Presidente de la Re­
pública para acuñar hasta quince millones de 
peses, que se tomarán del fondo de conversion, 
en monedas de plata.

Art. 25. Los pagos a que se refiere la pre­
sente lei se entenderán, sin perjuicio del poder 
liberatoi'io de las monedas de plata, que se ele 
va hasta cien pesos.

TITULO VI

BEJIMEN DE PASOS PISCALES

Art. 26. Los derechos de esportacion, in­
ternación i almacenaje fijados por las leyes a 
dieciocho peniques por peso, se pagarán, en mo-
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neda de oro de curso legal o en billetes 
recargo del ochenta por ciento.

El Presidente de la República podrá orde­
nar, ademas, el pago de todo o parte de ios de­
rechos de esportacion, en letras de la Caja dr 
Conversion.

Art. 27. Todo jiro de .fondos fiscales para 
pagos en el estertor o para remesas de valores 
del estranjero, deberá hacerse por intermedio 
de la Caja de Conversion.

TITULO VII

DISPOSICIONES JEXERALES

Art. 28. El capital de la Caja se constituirá:
1. ° Con el excedente de los fondos a que se 

refiere la letra a) del artículo 3.°, sobre el 
monto total de las emisiones fiscales anteriores 
a esta lei;

2. ° Con las utilidades líquidas que obtenga 
anualmente la Caja, previa deducción de sus 
gastos de instalación, administración, de impre­
sión de billetes i de acuñación de moneda.

El Consejo de la Caja podrá invertir dichos 
fondos, con autorización del Presidente de la 
República, en títulos de primera clase i caliza - 
bles en el estranjero.

En caso necesario la Caja de Conversion po 
drá contratar un préstamo en cuenta coiriente 
en el estranjero, hasta por un valor equivalente 
a los fondos que tuviere colocados en títulos 
de primera clase, debiendo saldarse dicha cuen­
ta con el mismo capital de la Caja.

Art. 29. La Caja de Conversion formará 
anualmente un piesupuesto de entradas i gas­
tos i lo presentará al Presidente de la Repúbli­
ca en la primera quincena de mayo para que 
lo someta a la aprobación del Congreso.

Presentará también al Presidente de la ?b - 
pública i hará publicar en el Diario Oficiaf ios 
dias sábados de cada semana un balance de 
saldos del Mayor.

El balance de la primera semana del mes de 
febrero será acompañado de la Cuenta de Ga­
nancias i Pérdidas i de una memoria sobre las 
operaciones efectuadas hasta el 31 de diciem­
bre del año anterior.

Art. 30. Las cuentas de la Caja se somete­
rán para su juzgamiento alas mismas disposicio­
nes legales que las cuentas de las oficinas fisca­
les, i los que administren i manejen sus fondos 
estarán sujetos a las responsabilidades que la 
lei impone a los administradores de fondos del 
Estado.

Art. 31. El tipo de cambio establecido en 
esta lei para el canje del billete se entenderá 
incorporado en los contratos i, en consecuencia, 

con lvo estipulación en contrario, las obligaciones 
plebeian cumplirse a razon de diez peniques 
| por peso.
¡ Art. 32. La Caja de Conversion deberá efec­
tuar el reemplazo de los billetes de cualquier 
especies que se ^inutilicen i podrá sustituir los 
billetes de un tipo por otro.

Art. 33. Solamente la Caja de Conversion 
podrá emitir, con arreglo a esta lei, billetes o 
\ ales pagaderos a la vista o al portador.

Queda prohibida la emisión de fichas o se­
ñas por los particulares.

Art. 34. La Caja de Conversion, previa au- 
toiizacion del Presidiente de la República, po­
drá establecer una ajencia en Lóndres.

TITULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Art. l.° Los bancos que, de acuerdo con la 
lei 2,654 de 11 de mayo de 1912, hubieren 
retirado billetes, deberán liquidar estas opera­
ciones con arreglo a ella, en el plazo de dos 
años, contados desde la promulgación de esta 
lei, o bien retirar en billetes los saldos corres­
pondientes a dos peniques por peso de depó­
sitos constituidos, previa cancelación del cer­
tificado nominativo que hubieren recibido de 
ia oficina de Emisión Riscal.

Art. 2.u El Presidente de la República, 
oyendo al Consejo de la Caja de Conversion, 
dictará, dentro del plazo de treinta días conta­
dos desde la promulgación de esta lei, el re­
glamento necesario para su ejecución.

Art. 3.° El Presidente de la República po­
drá, invertir hasta la cantidad de ochocientos 
mil pesos en ia instalación de la Caja debien­
do servirse i cancelarse oportunamente esta

ph-uda con las utilidades a que se refiere el 
numero 2.° del artículo 28.

Artículo final.—Esta lei empezará a rejir 
noventa dias después de su promulgación en 
el Diario Oficial.

Las disposiciones relativas a la organiza­
ción de la Caja i a la administración de los 
fondos i de las emisiones indicadas en los 
artículos 3.° i 4.° rejirán, no obstante, desde 
la publicación de esta lei en el Diario Oficial i 
desde esa misma fecha quedará derogado el 
artículo l.° de la lei 2,654 de 11 de mayo de 
1912.

El señor Balmaceda (Presidente) anunció 
para la tabla de fácil despacho de la sesión 
próxima tos mismos proyectos que lo estaban 
anunciados para la presente.

A indicación del señor Balmaceda (Presi-
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dente) se. acordó a las cuatro horas cincuen­
ta minutos suspender la sesión hasta las cinco 
horas quince minutos.

Trascurrido este plazo continuó la sesión.

Dentro de la órden del dia continuó el de­
bate sobre la interpelación promovida por 
e] señor Marchant acerca del decreto dictado 
con fecha 2 de mayo del presente año, por el 
Ministerio de Industria i Obras Públicas, por 
el cual se aprueba un convenio suscrito por 
el Gobierno con la Sociedad Altos Hornos de 
Chile, i en segunda discusión los proyectos 
de acuerdo formulados por señores Marchant 
i Vicuña Cifuéntes.

A indicación del señor Urzúa don Oscar se 
acordó por asentimiento unánime reservar la 
votación de las proyectos de acuerdo para la 
sesión siguiente a aquella en que se cierre el 
debate sobre la interpelación, al terminar la 
hora de los incidentes.

Usaron de la palabra los señores Rodríguez 
don Luis Martiniano i Arteaga.

Por haber llegado la hora de término de la 
sesión, se levantó ésta a las seis i media de la 
tarde, quedando pendiente el debate».

Se dió cuenta:
l.° Del siguiente informe de la Comisión de 

Relaciones Esteriores:

«Honorable Cámara:
La Comisión de Relaciones Esteriores se ha 

impuesto del proyecto remitido por el Hono­
rable Senado que autoriza al Presidente de la 
República para conferir el título de embajador 
al ájente diplomático nombrado en conformi­
dad al número 6.° del artículo 73 de nuestra 
Constitución.

El honorable Ministro de Relaciones Este­
riores ha manifestado en el seno de la Comi­
sión que el propósito del Gobierno era de co­
rresponder debidamente a la cortesía del Go­
bierno de los Estados Unidos de Norte-Amé­
rica, quien ha comunicado recientemente la 
resolución de elevar a la categoría de Emba­
jada su Legación en Chile.

Dentro de este criterio solicita se modifique 
el proyecto del Honorable Senado, i se susti- 
tituya la autorización de carácter jeneral con­
ferida en el citado proyecto al Presidente de 
la República por una autorización especial con­
cretada esclusivamente a nuestro representan­
te diplomático en aquella República.

La Comisión, de acuerdo con los propósitos 
manifestados por el honorable Ministro de Rela­
ciones, tiene el honor de proponer en sustitu­
ción del proyecto remitido por el Honorable

Senado, que prestéis vuestra aprobación al si­
guiente

PROYECTO DE LEI:

«Artículo l.° Sé autoriza al Presidente de la 
República para elevar a la categoría de Emba­
jada la Legación de Chile ante los Estados 
Unidos de Norte-América i para conferir, en 
consecuencia, título de embajador al ájente 
diplomático acreditado en ese pais, en confor­
midad al número 6.° del artículo 73 de nues­
tra Constitución.

Esta misión diplomática tendrá el siguiente 
personal i gozará de los sueldos i asignacio­
nes en oro de dieciocho peniques que a conti­
nuación se indican:
Embajador, sueldo..................... $ 40,000
Asignación para gastos de repre­

sentación.................................. 30,000
Gozará también de una asig­
nación para casa de la Emba­
jada, que será fijada anual­
mente en la lei de presupues­
tos.

Un consejero de Embajada.......  20,000
Un secretario.............................. 14,666 66
Un oficial de Secretaría (segun­

do secretario).................  8,333 33
Art. 2.° Rejirán respecto del personal de 

esta Embajada las disposiciones de la lei del 
servicio diplomático de 12 de setiembre de 
1883.

La jubilación del embajador se hará con 
arreglo al sueldo que corresponde a un Minis­
tro de la Corte Suprema; la del consejero de 
la Embajada, con arreglo al sueldo que corres 
ponde a un Ministro de la Corte de Apelacio­
nes, i en la proporción indicada para este efec­
to en la lei de 11 de enero de 1883; i a la del 
secretario i del oficial de Secretaría en confor­
midad a la lei número 2,816, de 15 de noviem­
bre de 1913».

Sala de la Comisión, 15 de junio de 1914. 
—üscar Viel-—Manuel Fóster.—Ismael Pe­
reira.—Claudio Vicuña 8.—Abdon Insuma. 
Víctor V. Robles.—Jorje Valdivieso Blanco.

Santiago, 20 de junio.—Adhiero al informe 
de la vuelta. — Julio Puga Borne.»

2.° De los siguientes informes de la Comi­
sión de Obras Públicas:

«Honorable Cámara:
La Comisión de Obras Públicas ha tomado 

en consideración el' mensaje del Ejecutivo 
en que pide se autorice la declaración de uti­
lidad pública de los terrenos necesarios para 
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la apertura del camino de Cauquenes a Bu- 
chupureo.

La construcción del camino de Cauquenes 
a Buchupureo, del departamento de Itata, no 
está aun terminada por la circunstancia de 
que el propietario del fundo Los Güinganes, 
por donde deberá atravesar el referido cami­
no, no se allana a aceptar ni a contestar las 
proposiciones de compra que le hizo la Direc­
ción de Obras Públicas.

La declaración de utilidad pública de los men­
cionados terrenos permitirá la apertura de un 
camino que dará enormes ventajas para el 
acarreo de productos de una zona agrícola im­
portante.

La Comisión tiene el honor de proponer a 
la Honorable Cámara que preste su aproba­
ción al siguiente

PROYECTO DÉ LEI;

«Articulo único.—Declárase de utilidad pú­
blica el terreno que sea necesario ocupar con 
la apertura del camino de Cauquenes a Bu­
chupureo en la pi opiedad denominada Güin­
ganes de don Plácido Bustos. La espropiacion 
consiguiente se llevará a cabo en conformi­
dad al plano que apruebe el Presidente de la 
República i a las disposiciones, de la lei de 18 
de junio de 1857».

Salado la Comisión, 15 de junio de 1914. 
—Eduardo Covarrubias. —M. Palacios.— 
Francisco Huneeus.—Bonifacio Veas.»

Sala de la Comisión, ... de junio.de 1914. 
—Eduardo Covarrubias. — M. Palacios. —. 
Francisco Huneeus.—Bonifacio Veas.»

«Honorable Cámara:
La Comisión de Obras Públicas ha tomado 

en consideración el proyecto remitido por el 
Honorable Senado que declara de utilidad 
pública los terrenos para la apertura del ca­
mino de acceso al puente sobre el rio Maipo 
en Lo Gallardo.

La Comisión, para res fiver este asunto, so­
licitó del respectivo Ministerio que recabara 
de la Dirección de Obras Públicas los ante­
cedentes sobre el proyecto de apertura del 
camino en Lo Gallardo.

La Dirección de Obras Públicas, en oficio 
de fecha 26 de julio del año próximo pasado, 
ha hecho presente a la Comisión que por de­
creto de 13 de octubre de 1910 se aprobó la 
venta de los terrenos pertenecientes a doña 
Griselda Vera de Chacon; i por escritura pú­
blica de fecha 27 de setiembre de 1911 se 
aceptó la cesión que hizo don Vicente García 
Huidobro del resto de los terrenos necesarios 
para la apertura del espresado camino.

Por esta consideración el proyecto en infor­
me ha perdido su oportunidad, i la Comisión 
propone a la Honorable Cámara que niegue su
aprobación al proyecto remitido por el Hono- 

l rabie Senado.
Sala de la Comisión, 15 de junio de 1914.— 

Eduardo Covarrubias.—M. Palacios.—Fran­
cisco Huneeus.—B. I eas.»

«Honorable Cámara:
La Comisión de Obras Públicas ha toma­

do en consideración el proyecto remitido por 
el Honorable Senado que declara de utilidad 
pública ciertos terrenos para la construcción 
del ferrocarril de Cajon a Llaima.

Los materiales que servirán para lastrear la 
línea del ferrocarril a Llaima se encuentran 
en terrenos particulares i a larga distancia de 
las obras en construcción; de modo que se 
hace necesario tender un desvío que permita 
acarrear desde los pozos de lastre los elemen­
tos para terraplenar la vía.

De los fondos que consulta el ítem 742 del 
presupuesto vijente, para este ferrocarril, se 
destinará una parte de ellos para pagar las 
espropiaciones que exijan dichos trabajos.

En vista de estas consideraciones, la Comi­
sión tiene el honor de proponer a la Honora­
ble Cámara que preste su aprobación al pro- 
yacto del Honorable Senado en la misma for­
ma en que ha sido remitido.

«Honorable Cámara:
La Comisión de Obras Públicas ha tomado 

en consideración el proyecto del Honorable 
Senado que declara de utilidad pública los 
terrenos necesarios para la via i dependen­
cias del ferrocanil de Saboya a Capitan Pas- 
tene.

La lei que autorizaba a la Sociedad Nueva 
Italia para construir el ferrocarril de Saboya 
a Capitan Pastene no consultó la espropia­
cion de una parte de los terrenos que se hace 
necesario adquirir para terminar la ejecución 
de esta obra

En el presupuesto del Ministerio de Obras 
Públicas se consultan los fondos suficientes 
que se invertirán, durante el presente año, en 
los gastos que orijine la construcción de esta 
importante línea férrea que prestará tantos 
beneficios a una estensa i rica zona de la fron­
tera.

La Comisión propone, en consecuencia, a 
la Honorable Cámara que preste su aproba. 

junio.de
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cion al proyecto en la misma forma que ha 
sido remitido por el Honorable Senado.

Sala de la Comisión, 15 de junio de 1914.— 
Eduardo Co-arrúbias.—M. Palacios— Fran 
cisco Huneeus.—B. Veas.»

3. ° De la siguiente mocion:

«Honorable Cámara:
La viruela ha aparecido i ha hecho ya nume­

rosas víctimas en Vichuquen, Angol i en otras 
ciudades de !a República.

Dentro de nuestro presupuesto el Gobierno 
no dispone de fondos para combatir esta clase 
de enfermedades; i las sumas que pueden jirar 
en estos casos los intendentes o gobernado­
res, con arreglo a la lei de Héjimen Interior, 
son escasas.

No es posible, por otra parte, que las medi­
das de hijiene i profilaxia, que es necesario to­
mar para combatir estos flaj ríos, quede entre­
gada al criterio de aquellos funcionarios, sino 
que es indispensable que sea el Gobierno, de 
acuerdo con las autoridades Sanitarias, el que 
adopte las espresadas medidas i el que distri­
buya los fondos conforme a un plan que con­
sulte cuanto medio de defensa aconseje la 
ciencia médica en tales circunstancias.

En mérito de estas consideraciones, tengo 
el honor de someter a vuestra deliberación el 
siguiente

PROYECTO DE LEI:

«Artículo único.—Autorízase al Presidente 
de la República para, invertir hasta la cantidad 
de veinticinco mi! pesos en combatir la epide­
mia de viruela en la República.

Este gasto se cubrirá con el sobrante que 
resulte en el presupuesto del Interior en el 
año en curso.

La presente lei comenzará a rejir deede su 
publicación en el Diario Oficial

Santiago, 19 de junio de 1914—Ruperto 
Alamos, Diputado por Vichuquen».

4. ° Dd siguiente oficio:
«Santiago, 18 de junio de 1914.— La Comí 

sion Especial designada oor la Honorable Cá 
niara en sesión del dia 13 del presente para 
revisar las solicitudes de gracia informadas por 
las diversas comisiones se reunió el dia de hoi 
i elijió para Presidente al que suscribe.

Dios guarde a V. E.—Alejandro Huneeus 
G. H.»

5. ® De la siguiente nota del Consejo Su­
perior de Habitaciones Obreras! 

«Santiago, 13 dejunio de 1914.—Preocupa 
vivamente la atención del Consejo Superior 
de Habitaciones la tarea de arbitrar recursos 
que sin gravar en nada al Erario público, tan 
recargado de obligaciones, le permita reali­
zar el vasto e importante plan que se ha tra­
zado en órden al saneamiento de nuestras 
poblaciones obreras.

Es un hecho indiscutible i al presente nó 
discu'ido que uno de los problemas que mas 
directamente afectan al bienestar del pueblo 
es el relativo a la habitación de que puede 
decirse, carece hasta ahora, como quiera, que 
no meiécen tal nombre las pocilgas que en 
jeneral tanto en las ciudades como en les 
campos le sirven de única i obligada habita­
ción.

Nadie ignora que nuestra afrentosa morta­
lidad, i en especial la infantil; que el alcoho­
lismo, las epidemias, la criminalidad i tantos 
otros niales que aquejan i gravitan vergon­
zosamente sobre nuestras clases trabajadoras 
reconocen como principal factor sus malas vi­
viendas, insalubres, desprovistas de toda 
condición de hijiene i, lo que es peor aun, re- 
fiidas con las mas elementales nociones de 
cultura i moralidad.

Si el progreso i la cultura de Chile hubie­
ran de apreciarse por el estado de nuestras 
habitaciones populares, nadie se atrevería a 
sostener que nuestro pais es digno de figurar 
en el concierto de las naciones civilizadas.

Nuestra sábia lei de habitaciones de 20 de 
febrero de 1906, reproducción aventajada de 
las mas progresistas dictadas sobre la misma 
materia en los paises de Europa, ha venido 
dando benéficos i positivos resultados espe­
cialmente en Santiago, donde el Consejo Su­
perior ha logt ado hacer desaparecer mas de 
un millar de conventillos que constituían fo­
cos de toda infección moral i física i conse­
guido, ademas, impulsar la iniciativa privada 
en el sentido de consagrar sus capitales a la 
construcción de casas sanas i económicas.

Empero, los frutos de la lei son mezquinos 
si se les compara con la gravedad del mal que 
se trata de remedir r i es fuerza reconocer que 
no habrá derecho a esperar que aquellos sean 
mas fecundos mientras no se salve uno de sus 
pocos vacíos, pero acaso el mas principal, el 
no haber dotado a los Consejos de los me­
dios necesarios para el debido cumplimiento 
de su importante misión.

En efecto, tanto el Consejo Superior como 
los departamentales, carecen del personal que 
han menester para la atención de sus servicios; 
el de Santiago no ha podido dar amplio desa­
rrollo a su plan de saneamiento porque no
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cuenta sino con dos inspectores de conventi 
líos, que no pueden materialmente hacer fren­
te a la labor que les correspondería desempe­
ñar. Los consejos departamentales carecen 
en absoluto de empleados encargados de lle­
var a la práctica sus acuerdos, lo que ha sido 
causa de que hasta el presente nada hayan 
realizado en beneficio de la salubridad de la 
vivienda popular.

Es efectivo que la lei de Habitaciones dis­
pone que los secretarios de las intendencias i 
gobernaciones la serán a su vez de los respec 
tivos consejos departamentales, pero no lo es 
menos que éstos no han podido contar en el 
hecho, en absoluto, con el concurso de dichos 
empleados.

Los consejos departamentales i el superior en 
especial tienen, ademas, una alta misión que 
cumplir encaminada a dar a conocer a los par­
ticulares las franquicias que la lei les ofrece 
en favor de las construcciones hijiénicas i eco­
nómicas como, asimismo, a los obreros me­
dios de hacerse propietarios. Les corresponde 
en una palabra realizar una obra eminente­
mente educativa i xnoralizadora, para lo cual 
necesitan un fondo de reserva con que hacer 
frente a los gastos que seria menester efec­
tuar.

Por otia parte deber es de los mismos pro­
pender en forma eficaz a la construcción de 
habitaciones modelos baratas, jardines obreros, 
etc. El consejo superior en su última sesión, 
deseoso de salvar su anómala situación en lo 
que se refiere a recursos con que atender sus 
servicios, acordó sólicitar de V. E. por medio 
de la presente nota se sirva activar el pronto 
despacho del proyecto aprobado por el Hono­
rable Senado, presentado por el infrascrito 
como Senador de Arauco en 1912, que aumen­
ta en un cinco por ciento adicional el impues 
to sobre las apuestas mutuas, asignando de 
dicho aumento un cincuenta por ciento a las 
mismas sociedades hípicas i el otro cincuenta 
por ciento a los respectivos consejos de ha­
bitaciones.

Acompaño a V. E. una copia de dicho pro­
yecto a fin de que V. E. pu< da imponerse en 
el preámbulo de, las razones que lo hacen 
aceptable.

Espera el consejo que la Honorable Cáma­
ra de Diputados de la que es V. E. digno Pre­
sidente habrá de acojer favoramente la pre 
sente petición i se servirá despachar, en la 
misma forma que lo hizo el Honorable Senado, 
este proyecto destinado aimpulsar una délas 
obras mas importantes que puedan emprender 
se en beneficio del progreso i bienestar del 

pueblo, tan íntimamente ligado al bienestar i 
progreso de la República.

Dios guarde a V7. E.—Hamon Subercaseaux. 
—Alejo Lira, Secretario».

Se dió aviso:
De que la Comisión de Lejislacion i Justi­

cia citada para el dia viérnes 19 del presen­
te, alas tres P. M , no celebró sesión por falta 
de número. Asistieron los señores:

Alamos, Correa Bravo i Garcés.
No asistieron los señores:

Alessandri, Arteaga, Lira, Rivera don Mi­
guel, Silva don Matías, Valencia, Vidal i Ze­
peda.

Comuna de San Miguel
El señor Balmaceda (Presidente). — Co­

rresponde ocuparse de los asuntos anuncia­
dos para el primer cuarto de hora.

El señor Secretario.—El primer proyecto 
se refiere a una mocion de varios señores Di­
putados, por la cual se agregan a Santiago 
los distritos primero i cuarto de la subdele- 
gacion sesta rural Santa Rosa, de la comuna 
de San Miguel.

El señor Bañados.—Podria ahorrarse la 
lectura del proyecto, puesto que todos lo te­
nemos impreso.

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no 
hubiera inconveniente, se suprimiría la lectu­
ra del proyecto.

I si no se pide votación, lo daré por apro­
bado en jeneral.

Aprobado.
Si no hai inconveniente, entraremos a la 

discusión particular.
El señor Secretario.—El proyecto dice 

así:
Artículo único.—Segrégase de la subdele­

garon sesta rural Santa Rosa, del departa­
mento de Santiago, la parte de los distritos 
primero i cuarto, c mprendida entre las ave­
nidas Matta e Irarrázaval por el norte, calle 
de Santa Rosa por el poniente i ferrocarril 
de circunvalación por el sur i oriente, i fór­
mase con dicho territorio los distritos tercero 
de la subdelegacion 17 urbana; cuarto de la 
subdelegacion 19 urbana, debiendo limitar los 
dos primeros por la prolongación de la calle 
de Maestranza i el segundo del tercero por la 
prolongación de la calle del Carmen, desde la 
avenida Matta hasta su intersección con la 
línea del ferrocarril de en cunvalacion.

El distrito tercero Zanjón de la Aguada, de
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la sesta subdelegacion rural, limitará por el 
uoite, con la linea del ferrocarril de circuns- 
val ación».

El señor Correa Bravo.—Se me ocurre, 
señor Presidente, que en la fijación de los 
deslindes hai que poner las aceras que servi­
rán de límites; pero perfectamente especifica­
das, porque, como comprenderán mis hono­
rables colegas que no basta poner la calle, 
puesto que cada calle tiene dos aceras.

Es necesario, pues, que especifiquemos i di­
gamos si se trata aquí de la acera oriente o 
de la acera p: niente.

El señor Silva Cortés —Creo, señor Presi­
dente, que hai otro proyecto sobre esta mis­
ma materia. Recuerdo que cuando yo era 
miembro de la Comisión de Gobierno, firmé 
un informe según el cual se segregaban algu­
nos distritos de la comuna do San Miguel i se 
agregaban a la de Santiago.

El señor Quezada.—Entiendo que ese es 
el proyecto de que nos vamos a ocupar.

El señor Huneeus (don Francisco).—Tai- 
vez seria mejor anunciar este proyecto para 
el primer cuarto de lioia de la sesión de ma 
ñaña.

El señor Bañados.—He hablado con el se­
ñor Huiz Valledor, quien me manifestó que, 
por su parte, no tenia inconveniente para que 
se despachara este proyecto.

Estimo, pues, que no habrá ninguna difi­
cultad para continuar la discusión.

Respecto a las observaciones a que se ha 
referido el honorable señor Correa, sobre la 
falta de precision de los deslindes, creo que 
ese inconveniente podria salvarse encargando 
a la Mesa la redacción definitiva del proyecto 
de acuerdo con esas ideas.

El señor Balmaceda (Presidente).— Este 
proyecto, el año pasado fué colocado en la 
tabla de fácil despacho, de la. que hubo de re­
tirarlo a petición de) honorable señor Ruiz 
Valledor.

En la actualidad, el honorable Diputado 
por Santiago no tiene inconveniente para que 
sea despachado.

El señor Quezada.--Respecto a las obser­
vaciones furmuladas por el honorable señor 
Silva Cortés, me permito decir a Su Señoría 
que lo que el proyecto establece es segregar 
una parte del territorio de la comuna de San 
Miguel, para que pase a formar parte de la 
subdelegacion 17, que pertenece a la comuna 
Maestranza de Santiago, o sea, señor Presi­
dente, que parte de una subdelegacion rural 
se incorpora a una comura urbana.

En cuanto a las observaciones del honora 
ble señor Correa Bravo, cuya versación en

esta materia es de todos conocida, creo que- 
hai disposiciones legales, según las cuales 
cuando como límite de dos comunas se seña­
la una calle, se la considera dividida entre ias 
dos comunas por una línea que deje a cada 
comuna una mitad.

EL señor Correa Bravo.—No hai ninguna 
disposición espresa en ese sentido i es mejor 
en cada caso mencionar en forma determinada 
el límite de la comuna.

Es lo que pasa, honorable Diputado, con 
las comunas 6 a i 5.a

La 6.a deslinda con la acera oriente de la 
Recoleta i la 5.a con la acera poniente.

Se refiere una acera a una comuna i Ja otra 
acera a la otra.

El señor Quezada.—Entónces podria que­
dar establecido lo mismo en este caso; i la 
dificultad quedaría solucionada, facultando a 
la Mesa para que redactara el proyecto.

El señor Marchant.— El honorable señor 
Correa Bravo manifestaba que cuando el limí­
te de dos comunas está constituido por una 
calle debia entenderse que la línea divisoria 
pasaba por la mitad de ésta.

Esto me mueve a hacer presente que tal 
sistema no ofrecen ventajas de ningún jé- 
nei o.

Lo prueba la práctica. Cada autoridad mu­
nicipal cree que la otra será mas dilijente i se 
preocupará al mismo tiempo que de su propio 
sector del ajeno.

Esto pasa con el Callejón de las Horadas, 
que es el limite entre la comuna de Santiago 
i de Renca i que pertenece a ambas por mitad; 
se encuentra desatendida completamente tan­
to por ésta como por aquella.

Fluye, pues, de estas observaciones, que 
cuando se trate de calles o avenidas que sir­
ven de límites a comunas, ellas deben quedar 
totalmente dentro de una u otra.

Así es que, en el caso presente, creo que 
las avenidas Irarrázaval i Matta deben quedar 
dentro de la comuna Maestranza de Santiago, 
i en tal sentido formulo indicación.

El señor Quezada.—Esta seria una buena 
solución. ¿Pero hasta qué distancia se inclui­
rían?

El señor Marchant.—Hasta unos cincuen­
ta o cien metros de distancia contados desde 
la calle.

La Mesa podria redactar esto, dándole una 
forma precisa.

El señor Silva Cortés.—Estoi de acuordo 
con mi honorable amigo, el señor Quezada, en 
que el fondo de la cuestión es éste: se trata 
de incorporar algunos distritos de la comuna 
de San Miguel a la de Maestranza.
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Por mi parte, acepto esta incorporación, 
porque la considero acertada, i porque contri­
buirá indudablemente al mejoramiento délos 
servicios locales de una subdelegacion que 
hasta hoi ha sido descuidada.

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no se 
pide votación daré por aprobado el proyecto 
con la modificación propuesta por el honora­
ble Diputado por Santiago, señor Marchant.

Aprobado.

Posesión de bienes raíces
El señor Secretario.—El segundo proyecto 

anunciado dice así:
«Artículo único.—Concédese a la Sociedad 

Internacional Minera de Socorros Mutuos de 
Huantajaya el permiso requerido por el artícu­
lo 556 del Código Civil para que pueda con 
servar hasta por treinta años la posesión de un 
bien raiz que tiene adquirido en la calle de 
Manuel Rodríguez de la ciudad de Iquique».

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no 
se pide votación, lo daré por aprobado.

Aprobado.

Proyectos al archivo
Sin debate i por asentimiento tácito se acordó 

enviar al archivo los siguientes proyectos:
1. ° Mocion de don Enrique Zañartu, en la 

que propone la inversion de quinientos mil 
pesos en la construcción de un hospital des­
tinado al tratamiento de enfermedades infec­
ciosas, que dependerá del Consejo Superior 
de Hijiene Pública.

2. ° Solicitud de la Municipalidad de Castro, 
en que pide se le conceda el edificio fiscal de 
esa ciudad, conocido con el nombre de Plaza 
de Abasto i Tenencia de Aduanas.

3 0 Solicitud de la Municipalidad de An- 
cud, en la cual trascribe un proyecto de acuer­
do de esa corporación por el que cede, para el 
ensanchamiento de la Plaza de Armas de esa 
ciudad, el sitio que posee en su lado norte, 
debiendo el Fisco entregarle el sitio vacante 
que está frente a la calle Libertad de la mis­
ma ciudad.

Epidemia de viruela
El señor Balmaceda (Presidente)—Entran­

do a la liora de los incidentes, puede usar de 
la palabra el honorable señor Alamos.

El señor Alamos.—Lamento, señor Presi 
dente, que esté ausente de la Sala el señor 

Ministro del Interior, a quien van dirijidas las 
observaciones que voi a formular.

Comunicaciones que he recibido Pe respe­
tables vecinos de Vichuquen me confirman las 
informaciones que ha dado la prensa acerca 
del desarrollo que ha tomado la epidemia de 
viruelas en los pueblos de Lora i Licanten de 
ese departamento.

Sé que el Gobernador se ha dirijido al Go­
bierno pidiendo los ausilios necesarios para 
combatir la epidemia, pero ignoro hasta este 
momento si su petición ha sido acojida.

Dentro de los recursos de que dispone el 
Gobierno para atender estos servicios de hi­
jiene, hai solo dos medidas que adoptar: una 
de ellas es recurrirá la autorización que con­
fiere la lei de Réjimen Interior para gastar, en 
casos como el actual, hasta la suma do dos 
mil pesos, la otra recurrir al presupuesto del 
Ministerio del Interior.

Pero en el de este ano no se consulta can­
tidad alguna para que el Gobierno pueda de­
dicar a estas necesidades una suma superior a 
la que he indicado.

Considero, pues, que, dentro de la autori­
zación de la lei de Réjimen Interior, el Gobier­
no no puede combatir estas epidemias en for­
ma eficaz.

Respecto a Vichuquen, la situación toma 
un mayor grado de urjencia si se advierte 
que esa población no tiene un facultativo.

Será, pues, necesario contratar médicos en 
Santiago o en Curicó para que se trasladen al 
lugar de la epidemia.

Será preciso también acudir al desinfecto­
rio de Cur icó, que es el que está mas próximo, 
para atender a la profilaxia de rigor en esta 
epidemia i, ademas, habrá que aumentar el 
número de vacunadores que hoi hacen el ser­
vicio de vacuna en esa ciudad

Como digo, señor Presidente, ignoro si el 
Gobierno ha tomado ya algunas medidas con 
el objeto de combatir este íi ajelo que s.- pre­
senta con caractéres malignos en Vichuquen, 
Angol i otras ciudades. I como sé que el Go­
bierno no cuenta con los elementos necesa­
rios para combatir esta epidemia, he t.-nido el 
honor de presentar una mocion según la cual 
el Presidente de la República quedarla auto­
rizado para invertir hasta la cantidad de vein­
ticinco mil pesos en combatir esta epidemia.

Yo creo, señor Presidente, que en ningún 
caso deben ser las autoridades de un pueblo 
las que hagan con criterio propio la inversion 
estos dineros. Estimo que medidas de -ste ca­
rácter deben ser tomadas por la autor' ad gu­
bernativa asesorada por las auton.¡cries que 
entienden en los servicies do hijiene. el Con-
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sejo Süjjs-iior de Hijiene Pública, por ejem­
plo; de manera que se tomen todas las medi­
das que sean necesarias en conformidad a lo 
que la ciencia aconseja.

Por esto, señor Presidente, yo me lie per­
mitido proponer este proyecto de lei, i espero 
que e¡ Gobierno lo acepte. I si me he permi­
tido presentarlo, lo he hecho solo por ganar 
tiempo, ya que el Gobierno, por su parte, no 
podrá presentar un proyecto antes del miérco­
les próximo, dia en que celebrará sesión el 
Consejo de Estado.

Yo espero que el honorable señor Ministro 
del Interior se imponga de este proyecto i de 
la indicación que formulo desde luego, para 
que sea eximido del trámite de Comisión.

Pero aun, señor Presidente, para el caso 
de que el señor Ministro del Interior no llegue 
ahora a esta Honorable Cámara, quiero que 
se imponga al ménos por la prensa de una 
última observación.

Según comunicaciones que he recibido del 
rejidor que Lace actualmente las veces de al­
calde de Vichuquen, se ha producido en esa 
ciudad un conflicto de atribuciones entre el 
Gobernador i el alcalde.

El Gobernador no cumple con su deber, 
porque le ha negado el ausilio de la fuerza 
pública al alcalde para que este último tome 
las medidas de hijiene i salubridad necesarias 
para evitar la propagación del flajelo.

Espero que el señor Ministro se impondrá 
por la prensa de mis observaciones i tomará 
las medidas del caso.

Comisión mista de presupuestos
El señor Balmaceda (Presidente).—Para 

formar la Comisión Mista de Presupuestos, 
propongo a los siguientes señores Diputados:

Huneeus don Alejandro, Urrejola don Ra­
fael, Mena don Mauricio, Vicuña don Augus­
to, Urzúa don Oscar, Rivera don Marcial, Se­
rrano don Luis, Rodríguez don Luis Marti- 
niano, Rivas Vicuña don Manuel, Severin 
don Santiago i Cárdenas don Nolasco.

Si no hubiera oposición, quedaría así acor­
dado.

Acordado.

Hospital de Casablanca
El señor Urrejola.—Voi a rogar ala Cáma­

ra que se sirva eximir del trámite de Comisión 
i despache sobre tabla un proyecto aprobado 
por el Senado, que aclara la glosa de un ítem 
del presupuesto del Interior, que consulta 

diez mil pesos para el hospital de Casablanca 
i que, por error, se asignó al lazareto, que tie­
ne ya una subvención de mil pesos. El hospi­
tal no tiene subvención.

Espero de la benevolencia de la Cámara 
que exima del trámite de Comisión i despa­
che sobre tabla este proyecto.

El señor Balmaceda (Presidente).—La Cá­
mara ha oido la petición del honorable Dipu­
tado para que exima del trámite de Comisión 
i se despache sobre tabla el proyecto a que se 
ha referido Su Señoría.

El señor Correa Bravo.-—Entiendo, señor 
Presidente, que todo el tiempo que demore 
el despacho de este asunto, se me computa­
rá cuando haga uso de mi derecho.

Ei señor Balmaceda (Presidente).—Serán 
dos minutos, señor Diputado.

Se dio lectura al proyecto i fué aprobado 
sin debate, i por asentimiento tácito.

Separación de obreros de los ferrocarriles
El señor Bañados.—La Empresa, dentro de 

mui laudables propósitos de economía, para 
no rebosar su presupuesto, ha determinado 
reducir el número de empleados de algunas 
maestranzas, i desde luego en Valparaiso ha 
suprimido cerca de cien obreros.

La medida en sí parece natural, en vista 
de que es uno de los medios de poner orden 
a las fianzas; pero ella lleva aparejada una evi­
dente injusticia, i es el arrojar a la calle 
a obreros que se han formado en la Empresa 
i que al salir no solo pierden sus años servi­
dos, con los derechos adquiridos, sino que 
corren el peligro de morirse de hambre, dada 
la escepcional situación presente, en que hai 
una alarmante escasez de trabajo.

No sabría yo decir qué será mas grave o 
mas nocivo al pais, si excederse en los presu­
puestos en algunos miles de pesos mas, que 
al fin se recuperan en trabajos i reparaciones 
necesarias a la Empresa del Ferrocarril, o 
arrojar a la calle un centenar de obreros i es- 
ponerlos a ellos i a sus familias a perecer de 
necesidad.

¿Tiene acaso el Estado la facultad de ne­
garle el sustento a sus hijos pobres?

¿Acaso no es una obligación ineludible de 
los Poderes Públicos, procurar trabajo al pue­
blo en las épocas de crisis?

Yo no deseo estenderme en largas conside­
raciones al respecto, porque me asiste con­
fianza en el elevado espíritu de equidad del 
actual Ministro del ramo, i sé que se preocu­
pará de dar una solución satisfactoria a tan 
delicado asunto.
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El camino seguido en otros paises, en casos 
análogos, consiste en disminuir alternativa­
mente un dia de trabajo a la semana, a cada 
uno de los obreros, miéntras pasa el apremio 
i así nadie sufre mas que otro, ni se pierden 
los años servidos, ni se corre riesgo de pere­
cer de necesidad.

Tengo aquí a la mano un memorial que 
han presentado los obreros al jefe de Maes 
tranza de la primera sección, i como está con­
cebido en términos respetuosos i comedidos, 
yo me permito rogar al señor Presidente se 
le dé cabida en el Boletín de Sesiones, para 
que llegua a conocimiento de todos mis hono­
rables colegas, para ahorrar aquí su lectura.

El señor Balmacéda (Presidente).—Si no 
hai inconveniente por parte de la Honorable 
Cámara, se acordaría hacer la publicación en 
el Boletín de Sesiones, que solicita el honora­
ble Diputado por Valparaiso.

Acordado.

Flabelación de empleados de ferrocarriles
El señor Bañados.—No terminaré, señor 

Presidente, sin llamar nuevamente la atención 
del señor Ministro sobre un nuevo flajela- 
miento hecho por tropa de carabineros, en la 
persona de empleados de la Empresa de Fe­
rrocarriles en Valparaiso.

Estos hechos vergonzosos e irritantes no 
deben volver a repetirse, i confio en que esta 
vez se pondrá mano de fierro sobre los cul­
pables.

Ubicación de la Morgue
El señor Balmaceda (Presidente).—Tiene 

la palabra el honorable Diputado por Carel- 
mapu.

El señor Correa Bravo.—Lamento que 
esté ausente de la Sala el señor Ministro del 
Interior, porque las observaciones que voi a 
hacer van dirijidas a Su Señoría, pero como 
creo que el señor Ministro se impondrá de 
ellas por la prensa, no tengo inconveniente en 
adelantarlas.

He de ocuparme en un asunto que reviste 
caractéres de verdadera conveniencia pública, 
aue se relaciona con el servicio de la Mor­
gue.

Los diarios han venido ocupándose en este 
asunto i aconsejando unos que el estableci­
miento se deje en el Jugar que actualmente 
ocupa, i otros que se traslade a otra parte.

Yo voi a tratar de este negocio bajo dos 
aspectos: primero, en cuanto a la ubicación 

del establecimiento de que se trata, i segundo, 
en cuanto a su dependencia.

En órden al primer punto, o sea, a la ubica­
ción de la Morgue, creo que el buen servicio 
público aconseja mantener este establecimien­
to lo mas inmediato que sea posible a los juz­
gados del crimen i a la policía.

Conviene que este establecimiento esté cer­
ca de la policía do seguridad, por considera­
ciones que son obvias. Esta sección es la que 
corre inmediata i directamente con la Morgue, 
pues es la q*ie se encarga de recojer los cadá­
veres que de las calles deben llevatse a ese 
lugar.

Por otra parte, el personal de la policía de 
seguridad es el que atiende este estableci­
miento.

fin seguida, hai que considerar que existen 
servicios anexos a la policía de seguridad i 
que también dicen relación inmediata i direc­
ta con los que presta la Morgue.

La Sección de Seguridad tiene una reparti­
ción que se llama antropométrica, por la cual 
pasan todos los cadáveres que se recojen para 
llevarlos a la Morgue, a fin de practicar la 
mensura para identificarlos, de acuerdo con 
las prescripciones de esa ciencia.

En seguida viene la sección dactiloscópica, 
que también es un servicio anexo a la Sección 
de Seguridad.

I por fin, viene la sección fotográfica, igual­
mente anexa a la Sección de Seguridad.

Dada la naturaleza de estas secciones, no 
se concibe que puedan hacer su servicio acer­
tadamente si el local en que ellas funcionan 
está léjos de la Sección de Seguridad.

Voi a esplicar esto mas claramente. Al lle­
gar un cadáver a la Morgue, se empieza por 
fotografiarlo, i en un libro que para el caso 
se lleva, se anota lo que en lengua técnica se 
llama el protocolo, o sea el resultado de la 
autopsia médico legal.

Pero llega en buena hora el señor Ministro 
del Interior i voi a dirijir a él mis observa­
ciones.

El señor Onego (Ministro del Interior).— 
A sus órdenes, señor Diputado.

El señor Correa Bravo.—Lo sabia, señor 
Ministro, i no esperaba ménos de la bondad 
de Su Señoría.

Me ocupaba, señor Ministro, en el servicio 
de la Morgue, i manifestaba que era absolu­
tamente indispensable que él esté o continúe 
como está hoi anexo a la Sección de Seguri­
dad.

Hai en la Sección de Seguridad tres servi­
cios que sirven a la vez al de la Morgue.

Estas reparticiones son; la sección antropo-
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métrica o sea la identificación de los cadáve- i 
res por medio de la mensura de las distin i 
tas partes del cuerpo; la sección dactilográfica i 
i la sección fotográfica.

I decia, cuando entraba a la Sala el señor < 
Ministro del Interior, que todo cadáver em- • 
.pieza por ser fotografiado, i en seguida se ins­
cribe en un libro, lo que so llama el protocolo 
de la autopsia, o sea el resultado a que se lle­
ga en el examen del cadáver..

Estas tres secciones son anexas, forman par­
te del servicio de la Sección de Seguridad; ne­
cesariamente, entóneos el establecimiento l’a- 
mado Morgue debe estar inmediato i bajo la 
vijilancia directa de la Sección de Seguridad.

A esto se agrega que la misma Sección de 
Seguridad está encargada de recojer los cadá­
veres i de hacer las primeras investigaciones a 
fin de pasar al juez respectivo el parte corres­
pondiente.

El ájente que hace las primeras investiga­
ciones, por regla jeneral i cada vez que se tra­
ta de un caso de impor tancia, asiste a la ope 
ración que se llama la autopsia, pera dar al 
médico los datos necesarios acerca do cómo 
encontró el cadáver, de la situación que tenia 
i de las manifestaciones esternas que rodea­
ran la comisión del delito. Todavía, necesita 
ese funcionario, es decir el ájente, presenciar 
las autopsias para recibir instrucciones del 
médico lejista, en órden a la pista que debe 
seguir para la investigación i esclarecimiento 
del crimen.

La asistencia de los jueces del crimen a la 
autopsia es otra dilijencia, por regla jeneral, 
indispensable en el esclarecimiento de ciertos 
delitos; i si el establecimiento a que vengo 
refiriéndome estuviera ubicado a considerable 
distancia del Juzgado del Crimen, no seria po­
sible facilitar el desarrollo de esta operación 
en las condiciones que la lei i la buena inves­
tigación judicial hacen indispensables.

No se puede decir que el sitio en donde de­
be estar ubicada la Morgue debe ser apartado, 
poique podría constituir un foco de infección. 
No hai nada de esto.

A la Morgue, por regla jeneral, no van ca­
dáveres que produzcan infecciones en los pri 
meros momentos. Los cadáveres que se llevan 
a la Morgue son de algún rezagado o des­
graciado que no puede soportar la vida i se 
la quita.

Esos individuos no han tenido otra enfer­
medad que el trastorno cerebral que los im­
pulsa a quitarse la vida.

Los que van a la Morgue sod, pues; cadá­
veres de individuos a quienes se mata de una 
puñalada, cadáveres de hombres que sufren 

un ataque en la calle i caen muertos. No se 
trata, pues, de enfermedades contajiosas, ni 
mucho ménos infecciosas.

De modo que no hai inconveniente alguno 
en que el depósito donde se sitúen los cadáve­
res sea central.

Todavía se necesita que a este lugar tenga 
fácil acceso el público, pues es éste quien 
contribuye en gran parte i ayuda a hacer las 
investigaciones judiciales, a hacer la identifi­
cación de los cadáveres. I si se coloca la Mor­
gue, como se pretende, en el interior de la Es­
cuela de Medicina, es absolutamente imposi­
ble que el público pueda asistir allá i desfilar 
por los pasillos de la Escuela para ayudar a 
las investigaciones del caso.

En órden a la ubicación de la Morgue, me 
parece oportuno, a mi juicio, leer los párrafos 
del reciente estudio publicado por el distin­
guido facultativo doctor Landa, que dice al 
respecto:

¿Qué ha sido una Morgue? En todas partes 
del mundo ha sido una dependencia de los 
juzgados del crimen i destinada a exhibir los 
cadáveres desconocidos para su identificación 
i sitio donde se practican las autopsias judi­
ciales; el cadáver judicial es un documento 
de valor siempre decisivo en la investigación, 
i esta investigación se sirve como armas de­
cisivas también del secreto i de la sorpresa; 
el mejor juez es el que mejor las maneja. En 
consecuencia, las autopsias judiciales deben 
ser dilijenciae absolutamente reservadas i los 
cadáveres, desde que caen en manos del juez, 
no deben ser vistos ni tocados por nadie sin 
su órden, porque en ellos pudiera hacerse al­
teraciones capaces de desviar la investiga­
ción.»

Mas adelante, agrega:
«Estas prácticas establecidas en Austria i 

que tengo razones para creer en que actual­
mente se ha modificado, no es la misma ob­
servada en otras partes: en toda Inglaterra las 
autopsias judiciales son encargadas a médicos 
lejistas, dependientes de los jueces; en Ale­
mania las cosas han llegado a un punto tal de 
perfección i escrupulosidad, que en Berlin, 
por ejemplo, ocurre lo siguiente: por un lado 
existe la clase i el profesor de medicina legal 
para lo que hai destinado un edificio especial 
i estenso; en éste se encuentra por un lado el 
Instituto de Medicina Legal, con todos sus 
anexos, i por el otro están los departamentos 
del juez, con una sala especial para éste, otra 

■ para los testigos, otra para los exámenes mé- 
i dico-judiciales, i, por fin, otra estrictamente 
l reservada a las autopsias ordenadas por el juez.
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A este departamento no tienen aceeso ni los 
médicos, ni los estudiantes, ni nadie mas que 
los médicos lejistas i el juez. El profesor de 
medicina legal puede aprovechar los cadáve­
res después del informe pericial, i aquellos 
otros que el juez declare sin ínteres para él».

Todavía dice:
«La Morgue i el Instituto de Medicina Le 

gal son dos establecimientos de funciones min 
distintas. La primera debe ser un recinto si­
lencioso i secreto, dependiente esclusivamen- 
te del juez i vijilado por él directamente; el 
segundo debe ser el único dueño del cadáver 
durante la in vestigacion; éste, una vez en ma­
nos del-juez, no debe ser visto ni tocado por 
nadie, que no sean los médicos designados 
para la autopsia, i ésta debiera ser practicada 
a la vista del mismo , juez o de un delegado 
suyo».

Ahora bien, esta opinion del doctor Landa 
está comprobada por la opinion de los mas 
ilustrados facultativos; por la de ¡as mas altas 
autoridades en la materia, por la de los médi­
cos lejistas que han viajado i conocen lo que 
existe en otras partes del mundo.

Todavía, esta opinion está comprobada por 
la esperiencia i la práctica de muchos años 
entre nosotros.

Ahora bien, ¿qué se persigue con este cam 
bio de dirección? ¿Qué propósito persiguiria 
•con él el honorable Ministro del Interior?

Este cambio consiste en entregar la direc 
cion i la administración de la Morgue al pro­
fesor de medicina legal, quien la tendría con 
el objeto de hacer investigaciones i dar leccio­
nes prácticas a los alumnos.

I pregunto, ¿cómo puede hacerse una co­
rrecta i espedita investigación judicial, sin 
guardar la reserva indispensable para asegu­
rar el éxito de ella?

I la reserva será imposible cuando se lleven 
los cadáveres a 1.a Escuela de Medicina, don­
de concurren mas de trescientas personas dia­
riamente, personas todas estrañas a la admi­
nistración de justicia, i que, en realidad, no 
pu,eden tener el celo i discreción que deben 
tener los encargados de este servicio.

Se dice, señor, que hai interes en que los 
estudiantes aprendan en estos cadáveres; pero 
creo que este interes no puede estar teñido 
en ningún caso con los intereses generales, ni 
puede estar reñido jamas con los intereses del 
buen servicio de investigaciones judiciales, 
pues, como ya he dicho, aquí, como en todas 
partes, del mundo., upa vez que el juez deso­
cupa el cadáver, citando- ya s,e ha hecho la 
autopsia, no hai inconveniente alguno erren 
viarlo a la Escuela de Medicina, o, al profesor 

de medicina legal, para que él con los alum­
nos haga todas las investigaciones que crea 
conveniente.

Siento que las observaciones que estoi ha­
ciendo no tengan interes actual, que provo­
que la curiosidad o atención de mis honora­
bles colegas i las retenga en la Sala...

El señor Veas.—Los cadáveres de pobres 
de que Su Señoría está hablando, no tienen 
deudos en esta Cámara.

El señor Correa Bravo.—En todo caso, 
ruego a mis honorables colegas que me pres­
ten unos cuantos minutos de benevolencia i 
atención pata tratar esta cuestión, que es de 
gran interes público. Pueden considerarla Sus 
Señorías, si quieren, como un paréntesis en 
medio de las discusiones de carácter ajitado, 
que en esta Sala se ventilan.

Se trata de algo que dice relación con el 
servicio de la administiación de justicia, que, 
en mi concepto, aunque tema árido, es de los 
que mas deben despertar la atención de los 
Poderes Públicos.

He oido decir que el honorable Ministro del 
Interior ha acordado ya trasladar la Morgue 
del lugar en que está ubicada, i sacarla de la 
dependencia en que se encuentra por disposi­
ción de la lei, para ponerla bajo la dependen­
cia del profesor de medicina legal de la Es­
cuela de Medicina.

El señor Orrego (Ministro del Interior).— 
No hai acuerdo alguno tomado sobre el par­
ticular.

Él señor Correa Bravo.—Celebro la decla­
ración de Su Seño tía, porque de otra manera 
habria tenido necesidad de decir i demostrar 
que con semejante medida se habían violado 
preceptos terminantes de la lei.

Pero, por mi parte, tengo la esperanza de 
que el honorable Ministro, en vista de las ob­
servaciones que formularé, no dictará una me­
dida como Ja que he insinuado, velando por el 
cumplimiento estricto de la lei.

Pero como bien puede suceder que Su Se­
ñoría, en medio de sus afanes, no tenga tiem­
po para ocuparse de los detalles del aspecto 
legal de este asunto, solicito la benevolencia 
de Su Señoría i de la Cámara, para que me 
oigan las observaciones que sobre ese aspecto 
voi a formular.

Se d via por ahí,—yo lo he leido en los dia­
rios,—pero ya sé que esta noticia es inexacta, 
—que se habia encargado de la dirección de 

la Morgue al profesor de medicina legal; i que 
este funcionario tenia redactado- ya el regla­
mento por el cual debe rejarse el estableci­
miento.

El reglamento, por lo demas, se ha publi-
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cado ya en los diarios, acaso por un exceso de 
celo del funcionario en cuestión.

El señor Orrego (Ministro del Interior).— 
Puedo decirle a Su Señoría lo que lia pasado 
a este respecto, en dos palabras.

El Ministro procedió a nombrar una comi­
sión que ilustrase su criterio acerca de este 
asunto de la ubicación de la Morgue.

Los miembros de esta comisión se lian ocu­
pado del negocio, i ya han evacuado su in 
forme.

Pero el Gobierno no ha adoptado todavía 
resolución alguna.

No he leido aun dicho informe, señor Dipu­
tado.

El señor Correa Bravo.—Mui bien, señor 
Ministro.

Me permito rogarle a Su Señoría que, antes 
de lee, lo, se sirva adelantar las investigaciones, 
como se dice en jerga jurídica.

El señor Ministro ha tenido a bien nombrar, 
para que la ilustre sobre esta materia, una co­
misión compuesta de distinguidos facultativas 
i de un Ministro de Corte.

Pero las personas a quienes necesariamente 
debe oirse, a los funcionarios llamados a dic­
taminar en esta materia, no han sido oidas por 
el señor Ministro.

Me refiero a los jueces del crimen.
Los jueces del crimen son los llamados a 

ilustrar el criterio del señor Ministro, porque 
son los que a diario entienden en el sei vicio 
de la Morgue i son los que pueden decir dón 
de conviene que esté su ubicación i bajo qué 
dependencia.

Le ruego al señor Ministro, por esta razon, 
se sirva oir a esos funcionarios antes de resol­
ver sobre el particular.

Todavía mas, aparte de razones de carácter 
administrativo que he citado, existen en esta 
materia razonas legales.

El Ministro no puede tomar una resolución 
en esta materia por un simple decreto, por­
que hai una lei de la República que coloca a 
este establecimiento, que se llama Morgue, 
bajo la dependencia inmediata de los jueces 
del crimen.

Esa lei es el Código de Procedimiento Pe­
nal.

El artículo 131 de este Código establece que 
«el delito se compruebe con el examen prac­
ticado por el juez ausiliado por peritos, en ca­
so necesario, de la persona, o cosa que ha sido 
objeto del delito, de los instrumentos que sir 
vieron para su perpetración i de las huellas, 
rastros i señales que haya dejado el hecho; 
con las disposiciones de los testigos que ha­
yan visto o sepan de otra modo la manera

cómo se ejecutó; con documentos de carácter 
público o privado; o con presunciones o indi­
cios necesarios o vehementes que produzcan 
el pleno convencimiento de su existencia».

En seguida agrega el artículo 133:
«Guando el delito que se persigue haya de­

jado rastros o señales, el juez procederá per­
sonalmente a tomar nota de ellos, i describirá 
detalladamente en el proceso los que puedan 
servir para determinar el cuerpo del delito o 
la persona del delincuente».

Con este fin, consignará la descripción del 
lugar en que se cometió el delito, del sitio i 
estado de los objetos que en él se encuentren, 
de los accidentes del terreno, de la situación 
de las habitaciones, i de todos los demas da­
tos que puedan utilizar se en favor o en contra 
de los presuntos culpables.

Del mismo m-odo, si fuere habida la perso­
na o cosa del delito, el juez describirá su esta­
do, con aquellos datos especiales que tengan, 
relación con el hecho punible».

Ahora, yo repito, señor Presidente, ¿cómo 
puede el juez describir el estado del cadáver 
si no lo tiene en un sitio inmediato al lugar 
en que desempeña sus funciones? ¿cómo pue­
de el júez hacer estas investigaciones que son 
elementales en el derecho si el cadáver ha si­
do recojido a las dos o a las tres de la maña­
na, se lleva a la Escuela de Medicina, i solo a 
las dos o tres de la tarde se le viene a avisar 
al juez que existe ese cadáver, el que mién- 
tras tanto ha estado espuesto a la espectacion 
pública i los alumnos del curso de medicina 
legal han hecho en él todos los espeimentos 
que han creído conveniente?

El señor Rivera (don Marcial).—En mu­
chos casos la actitud del cadáver da 'luz al 
juez sobre los móviles del crimen i aun sobre 
las causas mismas del delito; de manera que 
lo mejor es no tocar < 1 cadáver hasta que lle­
gue el juez.

El señor Correa Bravo.— La opinion auto­
rizada de mi distinguido colega, que es hom­
bre del oficio, confirma lo que vengo sostenien­
do, o sea que el cadáver, desde el momento 
que es recojido, debe estar única i esclusiva- 
mente a la disposición del juez del crimen. 
Debe procurarse que nadie pueda tocarlo 
miéntras el juez no practique su exámeh, ase­
sorado de los peritos que le acompañen; i es­
to no se conseguiria si el cadáver fuera lleva­
do a la clase de medicina legal, antes que 
donde el juez.

El señor Rivera (don Marcial).—Muchas 
veces conviene también sacar fotografías del 
local junto con el cadáver.
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El señor Correa Bravo.—Todavía, en el 
artículo 148, dice:

«Las autopsias se liarán en un local públi­
co, que en cada cabecera de departamento ten­
drá destinado la Municipalidad para este ob 
jeto i para el depósito de cadáveres.

Podrá el .juez, no obstante, disponer que la 
operación se practique eu otro lugar, o en el 
domicilio del difunto, si la familia lo pidiere i 
esto no perjudicare al éxito de la investiga­
ción».

I por fin viene el artículo 245 del mismo 
Código, que establece lo que sigue:

«En los juicios en que se ejercite la acción 
pública, el nombramiento de perito correspon­
de al juez, qmen habrá de designar como tal, 
en los casos de autopsia o exámen médico, al 
facultativo que lo sea de la ciudad o, a falta 
de éste, al de la Municipalidad respectiva, a 
ménos de existir razones especiales que acon­
sejen la designación de otro diverso i que se 
espondrán. en un auto motivado.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 
anterior puede cada parte nombrar, a su costa, 
un perito que se asocie al designado por el 
juez, salvo que, en concepto del Tribunal, la 
intervención de estos peritos pudiera perjudi­
car al éxito de las investigaciones. Los trámi­
tes de nombramientos i aceptación del cargo 
no retardarán en este caso el reconocimiento 
i solo podrá nombrarse un perito por todos 
los querellantes o el Ministerio Público i otro 
por todos los inculpados, cuando aquellos o 
éstos fueren varios».

Si la lei, señor Presidente, establece que los 
cadáveres estén a disposición de los jueces, i 
que solo después que éstos practiquen todas 
las investigaciones requeridas puedan salir del 
recinto en que deben guardarse, yo pregunto: 
¿Cómo es posible pretender enviarlos a otro 
local distinto?

Todavía mas, para el servicio de las autop­
sias, nuestras leyes consultan, así en Santiago 
como en todos los departamentos de la Repú­
blica, la existencia de funcionarios especiales 
que dependen inmediata i directamente de los 
jueces del crimen. Estos funcionarios son los 
médicos lejistas cuyos sueldos se presuponen 
en la partida 7.a del presupuesto del Ministerio 
de Justicia, partida que tiene la siguiente 
glosa:

«Estos funcionarios tendrán a su cargo el 
servicio de autopsias e informes a que se re­
fiere el artículo 245 del Código de Procedi­
miento Penal; el de los reconocimientos de 
insanos, la atención profesional de las cárceles 
que carezcan de médico especial, i las demas 

comisiones médico-legales que les confiera la 
autoridad corres po nd i ente».

¿Cómo podría prescindirse de todas estas 
disposiciones legales para transformar, por 
medio de un simple decreto, por completo el 
orden de cosas establecido i existente?'

Ahora, si se dice que es indispensable que 
la. clase de medicina legal ha de dictarse a ve­
ces delante de los cadáveres en la Morgue, 
¿por qué no hacer lo que hacia el distingui­
dísimo profesor de medicina legal, señor Pu­
ga Borne, que una o dos veces a la semana, 
o tres o cuatro veces al mes, por lo ménos, 
ilevaba sus alumnos a la Morgue, para darles 
allí lecciones prácticas? Si el señor Puga Bor­
ne hacia esto, yo pregunto, ¿por qué no pue­
den hacerlo otros?

Todavía, convendría en que una de las 
plazas de médico lejista que se deben crear 
en Santiago, porque solo hai tres para el ser­
vicio de cuatro hospitales, se llenara con el 
profesor de medicina legal, a fin de que este 
funcionario pueda desempeñar sus funciones 
administrativas en las investigaciones judicia­
les al lado del juez deí crimen, i desempeñar 
también sus funciones docentes, aprovechan­
do los conocimientos prácticos que como mé­
dico lejista adquiere.

En esto no habria inconveniente, se consul­
ta) ia el buen servicio público i no se frustra­
rían las investigaciones.

Hace algún tiempo se presentó a la Cámara 
un proyecto de lei patrocinado por el Gobier­
no, para pedir autorización a fin de vender el 
terreno en que estaba ubicada la Morgue, al 
costado de la cárcel pública, cerca de la esta­
ción Mapocho Me opuso al despacho de esta 
lei porque pensaba entonces, como pienso hoi, 
que ese terreno era indispensable para ese ser­
vicio, i que, si el Gobierno lo vendia, tendría, 
a la vuelta de pocos años que gastar diez veces 
mas en adquirir otro local para este mismo ob­
jeto.

En la actualidad no habria inconveniente 
alguno para que la Morgue se instalara en al­
guno de los pabellones del edificio que ocupa 
el Instituto de Hijiene. Hai allí local apropia­
do, i queda cerca, rio por medio, de los edifi­
cios donde funcionan los juzgados del crimen. 
Es éste un establecimiento público, fiscal, de 
modo que el Ejecutivo no tendría que desem­
bolsar nada para los gastos ordinarios de ins­
talación al trasladar allí ese establecimiento.

Posesión de bienes raíces
El señor Puga Borne (vice-Presidente).— 

¿Me permite un momento señor Diputado, pa-
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ra dar cuenta de algunas indicaciones que lian 
llegado a la Mesa?

El señor Secretario.—El señor Quezada 
hace indicación para queseexima del trámite de 
Comisión una solicitud de la Sociedad Escue­
la de Proletarios, er. que pide el permiso re­
querido por el Código Civil para conservar la 
posesión de un bien raiz.

El señor Puga Borne (vice-Presidente).— 
En discusión la indicación.

Policía Sanitaria Animal
El señor Secretario.—El señor Mena hace 

indicación para asignar el primer lugar de la 
tabla al proyecto de Policía Sanitaria Animal.

El señor Puga Borne (vice-Presidente).— 
En discusión.

Ubicación de la Morgue
El señor Correa Bravo.—Voi a rogar al 

señor Ministro del Interior que se sirva oir la 
opinion de los jueces del crimen i la de los 
miembros de la Corte de Apelaciones de San­
tiago, en órden a la ubicación i dependencia 
de este local.

I todavía voi a rogar al señor Secretario 
que se sirva dar lectura a una comunicación 
enviada a su superior jerárquico, por el jefe 
de la Sección de Seguridad, en órden a la ubi­
cación i dirección del establecimiento de que 
se trata.

I terminada la lectura de esa nota, dejo yo 
también terminadas mis observaciones por 
ahora.

El señor Secretario.—Dice así:
«Número 559.—Santiago, 9 de agosto de 

1912.—El mayordomo de la Morgue me ha 
dado cuenta que el dia de ayer la visitó el 
profesor de Medicina Legal, don Carlos Ibar, 
i le manifestó qne el Gobierno habia ordenado 
confiarle su dirección, i que él tenia pensado 
trausladar el establecimiento a una casa de la 
avenida del Rosario.

Como el infrascrito no tiene noticia oficial 
dé la resolución gubernativa de que habló el 
doctor señor Ibar, me apre suro a trasmitir 
a US. el hecho de que he tenido conocimien­
to i ruego a esa Prefectura se sirva decirme 
lo que haya sobre el particular. Por la analo- 
jía que este caso tiene con otro que motivó la 
nota número 164, de fecha 27 de mayo de 
1909, me permito recordarla a US., i al efecto, 
la copio a continuación:

«Devuelvo a esa Prefectura el oficio del 
señor Ministro de Instrucción, proveído por 

el señor Intendente, mandándome permitir el 
fácil acceso del profesor de Medicina Legal i 
sus alumnos a la Morgue, i ademas permitir 
al señor profesor el exámen i estudio de los 
cadáveres que él seleccione para sus espe- 
riencias i demostraciones. Antes de dar cum­
plimiento a lo ordenado, creo un deber hacer 
presente a esa Prefectura que la policía de 
Santiago no tiene sino la parte administrativa 
de la Morgue, pero que los cadáveres que lle­
guen a este establecimiento están esclusiva- 
mente a disposición de los señores jueces del 
crimen que conocen de los procesos a que han 
dado oríjen. Ellos son, en la mayor parte de 
los casos, verdaderas piezas de convicción que, 
a juicio del infrascrito, solo corresponden a la 
justicia i a los peritos designados por ésta 
para encargarse de su exámen, en una palabra, 
de la parte técnica.

El artículo 131 del Código de Procedimien­
to Penal i en jeneral el número I del párrafo 
II del mismo Código, establecen la forma de 
procedimiento a que el juez debe sujetarse 
para establecer el cuerpo del delito, tratán­
dose de homicidio i otros, i, por consiguiente, 
el derecho de la justicia para nombrar peritos 
que efectúen el exámen de los cadáveres que 
llegan a la Morgue i los detalles i datos que 
deban consignar las autopsias médico-legales, 
debiendo, en algunos casos, presenciar éstas 
el mismo juez i quedar en poder del actuario 
o secretario del juzgado piezas que interesen 
al proceso. Todavía el resultado de esas au­
topsias, el conjunto de circunstancias que de 
ellas se desprenden i que en realidad forman 
su derecho el cuerpo del delito, deben man­
tener en reserva, desde que su publicidad 
perjudicaría a la acción de éste i a la perse­
cución délos culpables. Por otra parte, no ha 
sido raro en el desarrollo de nuestros proce­
sos criminales que se haya efectuado mas de 
una autopsia en estos cadáveres que vienen 
a la Morgue, ya sea porque la primera no ha 
sido estimada suficiente por la justicia, ya 
sea porque un nuevo dato, producto de la in­
vestigación, ha hecho indispensable la exhu­
mación del cadáver para que la segunda ven­
ga a comprobarlo. Estimo, por estas razones, 
que existe un peligro gravísimo en permitir 
que el señor profesor de medicina legal pueda 
efectuar esperiencias para las cuales necesita 
del escalpelo en cadáveres que mañana puede 
la justicia mandar reexaminar, pudiendo esas 
esperiencias dar oríjen a errores i dificultades 
imposibles ya de subsanar. Sin ir mui léjos, 
crímenes recientes, como el cometido por 
Beckert, i otros de no ménos notoriedad, es­
tán, a mi juicio, aconsejando no invadir atr-T
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biiciones que son propias esclusivamente de 
la justicia, tratándose de cadáveres que han 
dado oiíjen. a un proceso criminal. Si en la 
primera que hizo en el crimen cometido por 
Beckert se hubiera comprobado que el cadá­
ver esa. de Tapia, i esta secreto hubiese teni­
do que ser guardado por todos los alumnos 
de la clase de medicina legal, posiblemente 
Beckert habria sabido que estaba descubierto 
i no se habria demorado tanto en su fuga. So­
meto, pues, a la consideración de esa Prefec­
tura estas consideraciones que me sujiere la 
órden que se me manda cumplir i me permito 
suplicar al señor prefecto se sirva, en vista de 
ellas, impartirme las instrucciones que crea 
conveniente.—Dios guarde a US.—<7. E. Cas­
tro».— Dios guarde a US.—(Firmado): ,7. E. 
C astro.

El señor Orrego (Ministro del Interior).— 
Deseo, señor Presidente, solo repetir a la Ho­
norable Cámara que el Gobierno no ha toma­
do resolución alguna sobre la traslación de la 
Morgue.

Este es un asunto que está en estudio.
Las observaciones que acaba de formular el 

honorable Diputado que deja la palabra, ser­
virán para la mejor solución de este asunto.

Como decía hace poco, aun no he tenido 
tiempo de leer el informe que ha presentado 
la comisión encargada de estudiar este asunto.

El señor Vicuña (don Augusto).—Yo roga­
ría a la Cámara que se sirviera oirme siquiera 
unos cinco minutos, pues deseo contestar las 
observaciones de! honorable señor Correa 
Bravo.

Tengo a la mano el informe presentado al 
señor Ministro del Interior, i por la lectura 
que de él de-eo hacer, puede ver la Cámara 
como los señores jueces del crimen ya han 
emitido opinion a < ste respecto.

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no 
hubiera inconveniente, se acordada prorrogar 
la primera hora.

El señor Arteaga.—Que quede este asun­
to para mañana, señor Presidente.

Indicaciones
El señor Balmaceda (Presidente).—Se van 

a votar las indicaciones.
El señor Secretario.—Indicación del se­

ñor Alamos para eximir del trámite de Comi­
sión el proyecto presentado por Su Señoría, 
que autoriza la inversion de veinticinco mil 
pesos en combatir la epidemia de viruela en 
la República.

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no 
se pide votación, la daré por aprobada.

Aprobada;
El señor Secretario.—Indicación del señor 

Quezada, para que se exima del trámite de 
Comisión una solicitud de la Sociedad Escue­
la de Proletarios, en que pide el permiso re­
querido por el Código Civil para conservar la 
posesión de un bien raiz.

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no 
se pide votación la daré por aprobada.

Aprobada.
El señor Quezada.—¿Por qué no trataría 

mos sobre tabla este asunto?
El señor Balmaceda (Presidente).—Queda­

rá anunciado para mañana, honorable Dipu­
tado, i a continuación el proyecto de Su Se­
ñoría sobre las letras de cambio...

El señor Secretario.—Indicación del señor 
Mena, para asignar el primer lugar de la tabla 
al proyecto de Policía Sanitaiia Animal.

El señor Mena.— Pido la palabra, señor 
Presidente, para decir mili pocas en apoyo 
de esta indicación, ya que no he tenido opor­
tunidad de hablar ántes sobre este asunto.

El señor Balmaceda (Presidente).—No ha 
habido unanimidad para prorrogar la primera 
hora, honorable Diputado.

El señor Mena.—Solo deseo dar una razon 
de importancia en que se funda mi indicación 
a fin de que ella influya en el ánimo de la 
Honorable Cámara, para que le dé su aproba­
ción.

El señor Balmaceda (Presidente).—Con la 
vénia de la Honorable Cámara, puede usar 
de la palabra Su Señoría.

El señor Mena.—En el año pasado, señor 
Presidente, a fines de noviembre, tuvo opor­
tunidad de hacer en esta Honorable Cámara 
algunas observaciones i pedí entonces al Go­
bierno tomara algunas medidas, a fin de com­
batir la epidemia de la fiebre aftosa e impedir 
su desarrollo en la República.

Sea porque el Gobierno no contaba con los 
recursos necesarios, o sea por otra causa, la 
epidemia continuó en el pais i creció en pro­
porción alarmante.

En esa época se calculó que hubo una pér­
dida alrededor de diez millones de pesosen el 
ganado.

Seis meses después, he oido asegurar en esta 
Honorable Cámara que la pérdida de animales 
a causa de esa epidemia, avaluada en dinero, 
sube a cuarenta, cincuenta o mas millones de 
pesos.

Creo, señor Presidente, que si no nos apre­
suramos a tomar algunas medidas para evitar 
que en lo sucesivo aparezca nuevamente esta 
enfermedad u otra epidemia en el ganado, 
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tendremos de nuevo al pais i a la agricultura 
azotados por estas plagas.

evitar las pérdidas que se sufren por es­
tas causas tiende el proyecto de lei que he te­
nido oportunidad de presentar a la Honorable 
Cámara i que ya la i espectiva Comisión lia 
informado.

No figura en la tabla este proyecto, porque 
el informe no tenia el número de firmas nece­
sarias. en el momento oportuno, para poder 
tomarlo en consideración.

Hoi ocupa el segundo lugar de la tabla or­
dinaria el proyecto de impuesto a la cerveza, 
el cual ha sido enviado a Comisión. Por eso 
yo pido que se dé ese lugar al proyecto a que 
he venido refiriéndome.

El señor Balmaceda (Presidente). — En 
votación la indicación del honorable señor 
Mena.

Si no se pide votación...
El señor Cárdenas.— Voi a tener el senti­

miento de oponerme a esa indicación.
El señor Balmaceda (Presidente).—Se va 

a votar entonces la indicación.
El señor Veas.— ¿Cuál es el otro proyecto 

que figura en primer lugar en la tabla?
El señor Balmaceda (Presidente).— El de 

habitaciones para obreros,
El señor Mena.—Creo que el despacho del 

proyecto a que me he referido no ocupará 
mas de una sesión.

El señor Balmaceda (Presidente).- Si no 
hai inconveniente, daré por aprobada la indi­
cación del honorable señor Mena.

Aprobada.
El señor Alamos.— Si me pfermite, señor 

Presidente...
La Honorable Cámara acaba de eximir del 

trámite de comisión el proyecto que he tenido 
el honor de formular i que autoriza al Presi­
dente de la Ilepública para invertir cierta 
cantidad de dinero en combatir la viruela en 
la Hepáblica.

Esloi de acuerdo con el honorable señer 
Ministro del Interior en la urjencia do despa­
char este proyecto, i por lo tanto, me permito 
solicitar el asentimiento de la Cámara para 
destinar dos minutos a este objeto.

El señor Balmaceda (Presidente).— Que­
dará anunciado este proyecto para mañana, 
porque no ha habido acuerdo para prorrogar 
la primera hora.

Altos Hornos de Corral
El señor Balmaceda (Presidente).—Dentro 

de la órden del día, corresponde continuar la 

interpelación del honorable Diputado por San­
tiago, señor Marchant.

Pin de usar de la palabra el honorable Di­
putado por Collipulli

El señor Arteaga.—Debo, ante iodo, para 
poder proseguir con ordenación el hilo de las 
graves observaciones que he comenzado a 
formular, dar a la Cámara una breve espli- 
cacion.

Después de terminada la sesión de ayer, se 
produjo aquí, en esta Sala, un incidente que 
no sabría yo cómo calificar. El está de por sí 
calificado ya por la conciencia i por la apre­
ciación de los miembros de la Honorable Cá­
mara que lo presenciaron.

Fui, señor Presidente, agredido, podría de­
cirse fui ofend’do en la forma mas inusitada, 
en los términos mas intolerables por el señor 
Ministro de Industria i Obras Públicas, a cu­
ya conducta func/onaria se referían las ob­
servaciones que yo acababa de espresar.

El señor Ministro, no diré que bajando de 
su banco de Gobierno, para llegar hasta mí; 
pero sí diré que pretendiendo subir de su 
puesto de Ministro, para llegar hasta mi dig­
nidad, me ultrajó en presencia de mas de 
veinte señores Diputados, en los términos mas 
inaceptables. Tuve, señor Presidente, la tran­
quilidad necesaria, esa tranquilidad que fluye 
sin esfuerzo en aquellos que saben ser caba­
lleros.

Me siento caballero por la concepción exacta 
que tengo de la caballerosidad i de lo cual 
ha dado pruebas en cada uno de los actos 
de mi vida, sin escepcion: sea en actos del 
servicio fiscal, cuando fui funcionario del 
Estado; sea en mis actos profesionales, como 
abogado; sea en los actos de negocios, cuan­
do estuve en el comercio; sea en actos1 del 
servicio público, miéntras he permanecido en 
esta Honorable Cámara; sea, en fin. en los ac­
tos de mi vida privada, que está toda entera, 
incluso mi hogar intachable, libio, libre de 
mancha.

El señor Ministro, en un momento de ob- 
secación,—que solo así podría calificarse su 
actitud,—acaso obrando ménos por su propio 
impulso i mas por insinuaciones, o fustigado 
por otras personas, me ofendió en términos 
que no puedo yo articular. Pero, sí, espero que 
el señor Ministro habrá de cumplir, aquí en pú­
blico, no la promesa, sino la amenaza que ayer­
me hizo, de que habría de repetir hoi tambioD 
i en público lo que ayer me dijo.

No dudo qué el señor Ministro será en este 
caso fiel a la palabra que ayer me dió en la 
forma mas olímpica.

Habré de agregar que he venido a esta Ho*
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norable Cámara para dedicarme por entero, 
con todaslas escasas fuerzas de mi persona, 
pero con todas ellas, sin esquivar ningún sa­
crificio, a servir lealmen^e a mi pais.

He estado ayer, como estaré hoi i siempre, 
dispuesto a posponer mi persona ante el inte­
res público...

Por esto, aun cuando ayer mismo, si yo 
hubiera cedido a les dictados i a los instintos 
de mi egoísmo personal, habria podido llamar 
a cuentas al señor Ministro...

El señor Orrego (Ministro del Interior).— 
Me permito llamar la atención de la Mesa ha­
cia el hecho que aquí se trae al debate un in­
cidente personal...

El señor Arteaga.—me abstuve de hacerlo. 
Porque para mí el punto útil como Diputado i 
como hombre era mantenerme dentro de las 
veinticuatro horas del Código del honor, sin 
coartar mi derecho a hablar en esta Sala, a 
a fin de poder primero continuar el curso 
de mis observaciones; poder concluir primero 
mis acusaciones, que son defensivas de los 
intereses nacionales, que son tutelares del 
bien público, que son esclavas de los intereses 
déla patria. í después de cumplido este deber 
constitucional, a cuyo objeto habré de ence­
rrar el presente discurso dentro de los mi­
nutos de que puedo disponer, en conformidad 
al horario que indica aquel Código; después 
de hacer luz sobre eJ decreto de 2 de mayo, 
me ocuparé de que las cosas secundarias para 
el interes deí pais i que conciernen a mi escasa 
i modesta persona, queden en su debido lugar.

Con estas observaciones, reanudo el hilo 
de las que ayer formulaba en órden a la cosa 
pública.

Honorable presidente, el decreto de 2 de 
mayo librado por el Ministro de Industria i 
Obras Públicas ha sido objetado desde el 
punto de vista legal, en cuanto importa un 
atropellamiento de las leyes i en cuanto im­
porta también una violación de los preceptos 
constitucionales.

Habré de aducir algunas consideraciones 
que hagan, si ello es posible, mas nítida la 
evidencia de esos aspectos. I habré de llevar 
también mis observaciones hacia ese otro cam­
po del derecho, a que ayer aludí; hacia el que­
brantamiento de preceptos del órden penal, 
que se han cometido con ocasión de este mis 
mo negocio.

Me refiero al quebrantamiento de preceptos 
legales que importan verdadero delito de esta­
fa, cuya responsabilidad comparten las dos 
compañías que ajustaron los llamados contra­
tos de arrendamiento del mineral del Tofo.

I me refiero ademas a lo que hoi me es

mucho mas desagradable que .¡yer espresar- 
la responsabilidad de este delito la comparte 
también en una cuota considerable el honora­
ble Ministro de Industria i Obras Públicas, a 
quien igualmente cabe la responsabilidad de 
otro i otros delitos posteriores, que, de con. 
suno han contribuido a damnificar el interes 
público i a asegurar la impunidad i el éxito 
de la estafa de los Altos Hornos.

Las pertinentes disposiciones legales que 
habré de citar antes de que se cierre esta se­
sión i los documentos a que daré lectura, acre­
ditarán que estoi c.docado en situación, no ya 
de pr. seguir la interpelación formulada por 
ol honorable Diputado por Sautiago, señor 
Marchant, sino de dar a este negocio el carácter 
que le imponen claros preceptos de nuestra 
Carta Política. Debo dar a este negocio, i se lo 
doi desde luego, el carácter de acusación con­
tra el Ministro de Industria i Obras Públicas, 
don Enrique Ziñartu Prieto.

El señor Ministro del ramo que manifestó, 
al contestar al honorable Diputado por San­
tiago, que habia procedido con toda acuciosi­
dad para hacerse asesorar desde el punto de 
vista del Derecho, a fin de obrar con arre­
glo a las leyes, para no quebrantar el imperio 
ni la majestad de éstas, descuidó, sin embar 
go, el punto mas fundamental que con el De­
recho decia relación... el punto mas conside­
rable que le habria servido de base, de norma 
segura para guiar sus actos a través de todo 
el verdadero laberinto que habia que recorrer 
para solucionar las dificultades pendientes 
entre el Gobierno i los Altos Hornos.

En vez de entrar el señor Ministro, como 
lo evidenció por su defensa ante esta Cámara, 
a invocar informes, posteriores, los unoj, a la 
dictacion misma del decreto de 2 de mayo, 
i posteriores, los otros, a la fórmula que 
desde Paris le trajo hecha el representante de 
la Compañía, señor Malzac, debió aquol fun­
cionario haber empezado por el principio. 
En vez de largarse con las manos peladas i 
en los bolsillos en cuanto a los conceptos ju­
rídicos de base, el Ministro debió haber trata­
do de saber lo que en ninguna parte do los 
antecedentes aparece hasta hoi; lo que toda­
vía, después de los cincuenta informes espe­
didos por el Consejo de Defensa Fiscal, en 
los ocho años que lleva este negocio, no ha 
sido ni siquiera insinuado. Debió haber trata­
do dé inquirir primero sobre qué materia iba 
a resolver; es decir, de qué clase de contratos 
se trataba.

Esto, como digo, no ha sido desflorado si­
quiera en ninguno de los informes, ni consi­

derado jamas por el Gobierno!
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g¡ se hubiera tratado de averiguar esta 
cuestión inicial, si se hubiera comenzado por 
clasificar el contrato, por determinar nítida­
mente el orden de las relaciones jurídicas en­
tre el Fisco i la Compañía, todas las conse­
cuencias de derecho habrían fluido espontá­
neamente, i en momento alguno hubiera 
debido vacilar la conducta del Gobierno. No 
habrían estado en peligro, ni mucho ménos 
hubieran sido dañados los intereses de la Re­
pública.

Este contrato ajustado entre el Fisco i la 
Compañía, que arranca de dos ‘leyes, a su 
turno reducidas respectivamente a escrituras 
públicas, es un contrato que, en conformidad 
al artículo 1996 del Código Civil, participa, 
a la vez, de los caracteres de la cómpra-venta 
i del arrendamiento de servicios para la con­
fección de obra material. lieune este contiato 
uno i otro carácter.

I, en conformidad a las claras disposiciones 
del artículo citado, le son aplicables tanto las 
reglas propias de la compra venta cuanto las 
prescripciones especiales que los artículos 
1997 a 2002 consultan para el arrendamiento 
de ^servicios en la confección de obra ma­
terial.

El conocimiento de esta situación de par­
tida habria provisto al Gobierno de una lin 
terna segura para marchar a través del labe­
rinto de las argucias i tinterilladas, de las in­
fluencias i audacias de la Compañía.

Pero esto no fué considerado, como no lo ha 
sido tampoco ninguno délos puntos fundamen­
tales del derecho que rijen estas materias.

Comenzó el señor Ministro, para abonar su 
decreto del 2 de mayo, por afianzarlo en el dic­
tamen del Consejo de Defensa Fiscal, que sos­
tiene que la renuncia de derecho estampada en 
los números l.° i 2.° del referido decreto, es 
de perfecta validez i procedencia legal, por­
que mira tan solo el interes particular de la 
Compañía renunciante. Se asila así el dictámen 
en el artículo 12 del Código Civil.

Mientras tanto, cuando se analiza esta 
tesis, se llega rápidamente a la percepción de 
que se tr ata, no de un argumento serio, sino de 
una verdadera chacota legal. Porque solo con­
virtiendo en chacota las cuestiones elementa­
les del derecho puédese hacer afirmación 
semejante.

No basta que una prestación constituya el 
derecho de una de las partes contratantes, pa 
ra que pueda sostenerse que ella mira solo al 
interes individual de la misma parto.

En contratos de esta índole de los que ahora 
examinamos, es decir, en contratos bilatera­
les, onerosos i conmutativos, las prestaciones

de cada una de las partes son reciprocas. Van 
constituyendo, los elementos componentes 
del todo, la equivalencia de lo que la otra 
parte da o se obliga a hacer.

Estos derechos que la Compañía aparece 
renunciando en los artículos l.° i 2.° del de­
creto de 2 de mayo, tiene, señor Presidente, 
el carácter de causa respecto de las obligacio­
nes contraidas por la Compañía para con el 
Fisco. De modo que la renuncia de esos dere­
chos importaba dejar las obligaciones de la 
Compañía sin causa, o sea sin razón jurídica 
de existencia el derecho del Fisco. Por con­
siguiente, no podian renunciarse los derechos 
de la Compañía a la garantía do los intereses, 
a la garantía de la amortizrcion, sin que por 
ese hecho mismo desapareciera el derecho 
fiscal de exijir a la Compañía la producción de 
una deter minada cantidad de fierro i el cum­
plimiento de las demas obligaciones del con­
trato, incluso la colación de las ganancias del 
mineral del Tofo, para que entrasen a englo­
barse con los demas rendimientos jenerales 
de la industria que se iba a esplotar.

De esta suerte, señor Presidente, hablar en 
este caso de una renuncia de derechos que 
solo miraba al ínteres individual de la Compa­
ñía, es decir, un desatino jurídico, se rompen 
así las bases elementales de los contratos i se 
desconoce la fuente misma de las obligacio­
nes pactadas. '

No cabe, pues, esta renuncia dentro del ar­
tículo 12 del Código Civil, como no cabía tam­
poco dentro de las facultades limitadas del 
Gobierno el haber impuesto al Estado las obli­
gaciones que solo en virtud de las leyes de 
1905 i de 1913 pudo éste contraer.

Por la misma razon de que esas obligacio­
nes nacionales necesitaban, para nacer váli­
damente, de la autorización lejislativa, también 
los derechos correlativos del Estado no podian 
ser aniquilados sino con la intervención lejis­
lativa.

I esa supuesta renuncia que se dice inocua 
o inofensiva, que se la presenta como afectan­
do tan solo a los intereses particulares de la 
Compañía, no es sino una manera capciosa de 
derogar las leyes del año 5 i del año 13; de 
dejar sin causa, es decir, de hacer desaparecer 
la existencia de todas las obligaciones de la 
Compañía.

Por esto es que, usada esta trampa legal,— 
ya que no puede dársele otro calificativo,—■ 
fluye entonces de por sí, como una consecuen­
cia ineludible, el artículo final del decreto dé 
2 de mayo, o sea la declaración de que tales 
i cuales artículos de la lei del año 5 i de la lei 
[del año 13, quedaban derogados.
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Es natural: esas obligaciones desaparecían 
porque no teniendo causa, no podían existir.

Esto, señor Presidente, aparece clarísimo, 
a pesar de los esfuerzos de dialéctica que el 
Consejo de Defensa Fiscal hizo en el estraño 
informe qtie el Ministro de Industria i Obras 
Públicas presentó aquí, informe postumo que, 
así, adolece de un vicio de oríjen. Porque un 
funcionario que se siente cierto de que ha pro­
cedido correctamente, de que ha empleado 
toda la acuciosidad necesaria para dominar la 
cuestión que ha de resolver, no busca jamas, 
en el transfujio de su propia actuación, unvote 
de indemnidad en el parecer de funcionarios 
que, por el hecho de ser dependientes de esa 
autoridad superior, no pueden disponer, no 
disponen en el hecho,— mucho ménos en el 
estado actual de las prácticas administrativas 
de Chile,—de la independencia necesaria, de 
libertad personal i de criterio para opinar 

franca i honradamente.
Digo, señor Presidente, que a pesar de los 

esfuerzos hechos por el Consejo de Defensa 
Fiscal, este Consejo, en su propio dictamen, 
ha tenido que concluir por espresar que esta 
afirmación quo yo ahora hago es un hecho 
inconcuso.

Dice el informe del Consejo de Defensa 
Fiscal, al terminar:

«El mínimum de producción no tiene por 
« lo tanto sino relación con la garantía de in- 
« tereses que la Sociedad no puede exijir sin 
« que haya producido la cantidad señalada. 
« Pero, la lei nada dijo sobre la garantía de 
« amortización ni sobre los préstamos para 
« cubrir pérdidas, ni sobre la prima que está 
« acordada, sin consideración a cantidad sobre 
« todo? los artículos siderúrjicos que prodnz- 
« ca el concesionario, sea para el consumo in- 
« terno del pais, sea para la esportacion».

Antes de proseguir en la lectura de estas 
conclusiones del informe, séame permitido 
consignar de paso siquiera una protesta sobre 
los desatinos que va estampando el Consejo 
de la Defensa Fiscal. Véase qué concepto el 
de la frase inicial: «ú.7 mínimum de produc- 
« cion no tiene sino relación con la garantía 
« de intereses, que la Sociedad no puede exi- 
« jir sin que haya, etc».

Este es un error supino, error incomprensi 
ble en hombres que tienen la práctica del dere­
cho, porque el pertinente artículo 4.° de la leí 
que limita la entrega de la garantía en propor­
ción, sobre la base de un límite de produc­
ción, no implica ni la inexistencia ni la re­
nuncia de los demas derechos que el Fisco 
tiene, de las obligaciones que el otro con­
tratante tiene, no en virtud de determinado 

artículo de la lei del año 5 o di-1 año 13, no 
en virtud de estipulaciones de este contrato, 
sino en virtud de las leyes jenerales que, por 
disposición espresa del Código Civil, so en­
tienden incorporadas en todos los contratos. 
Me refiero a la obligación normal i constante 
de producir por parte de la Compañía, i al de­
recho del Fisco de demanda alternativamente 
el cumplimiento de esa ^obligación o la reso­
lución del contrato o én uno i otro caso con 
resarcimiento de perjuicio.

Estos principios elementales los olvida el 
Consqjo de Defensa Fiscal a cada paso, en su 
dictamen.

Continúa el informe:
«di el no producir la cantidad señalada 

« como mínimum no tiene influencia con res- 
<í pedo a la garantía, de amortización a los 
«préstamos i a las primas que son derechos 
« independí'ntes de e<e mínimum, no se puede 
« ver en él sino una condición impuesta para 
« conceder derechos sobre la garantía de in 
« teres, i, una vez renunciada ella, quedaba 
« naturalmente sin efecto ni aplicación la obli- 
i pación de producir, sea que así se dijera en 

.« el decreto o que se hubiese guardado silen- 
« ció sobre ello».

El Consejo reconoce aquí en los términos 
mas esplícitos e inequívocos, que desaparece 
la causa de la obligación de producir. Ahora 
como ese Consejo estaba supeditado por su 
condición de subalterno; i por la circunstancia 
de que iba a emitir su dictamen después de 
acordado el decreto, i no ántes, ese dictamen 
tenia que dictarse bajo la consigna de no de­
sautorizar el mal decreto. Pero el Consejo 
dice aquí, dentro de palabras discretas, que 
cualquier hombre, [con medianas nociones de 
derecho, las comprende, dice al Ministro que, 
al aceptar estas renuncias de la Sociedad Al­
tos Hornos, se han socavado las bases del 
contrato, so ha destruido la fuente de donde 
manaban los motivos por los cual- s podían 
ser exijibles para el Fisco las obligaciones de 
la Compañía.

Pero no esto solo.
¿Es siquiera cierto, suponiendo que se tra­

tara de derechos que miraran únicamente al 
Ínteres individual de la Compañía, es siquiera 
cierto, digo, es siquiera .serio, que la Compa­
ñía ha renunciado esos derechos?

¿Se presentó el Gobierno ante la Cámara 
en la actitud austera, en la actitud correspon­
diente a los que desempeñan funciones públi­
cas, a los que tienen el manejo de los intere­
ses del Estado? ¿Se presentó el Ministro con 
algún documento que no coi responda a la po­
lítica del doble sentido; con un documento 
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que no esté acreditando lo contrario de lo 
que ha sostenido la defensa del señor Minis­
tro, lo contrario de lo que se pretende hacer­
nos creer a los Diputados i al público?

¿Existe esa renuncia de derechos de la Em­
presa?

Nó, señor; esa renuncia no es mas que una 
farsa, en presencia de las leyes.

¿Cuánto vale esa renuncia?
¿Vale ella mas de dos mil pesos?... ¿Quién 

lo puede discutir, quién lo puede dudar?
Esta renuncia, sin causa, sin mas causa 

que la mera liberalidad de la Compañía, se­
ria,—en el alcance que el Gobierno pretende 
darle, o sea, que no afecta los derechos del 
Eisco, en el sentido de no limitar esos dere­
chos, de no dañarlos, de ser una cosa del es- 
clusivo patrimonio de la Compañía,—seria 
una donación...

¿I que vale una donación de mas de dos 
mil pesos si no ha sido insinuada, si no ha 
sido sometida a este trámite elemental pres­
crito por el derecho civil?

No era leal la Compañía al hacer en esta 
forma ese pretenso abandono. Si el Gobierno 
estaba persuadido de que adquiría la transfe­
rencia gratuita de esta dávida de la Compa­
ñía, ésta debió, en conformidad también al de­
recho que el Código Civil da al donante i al 
donatario, apresurarse en el acto a tramitar 
la insinuación judicial, para que hubiera sido 
sellada con las formalidades del derecho. En­
tonces habríamos creido que el Ministro i la 
Compañía obraban seriamente, qué el Go­
bierno i la Empresa obraban con buena fe; 
que podia el Ministro equivocarse, pero en 
todo caso habría que inclinarse ante la lealtad 
de los procedimientos...

Pero esto, Honorable Cámara, esto que se 
ha hecho no es renuncia de derechos ni cosa 
parecida. El decreto de 2 de mayo es otra cosa 
completamente diversa, perfectamente carac­
terizada en uno délos títulos finales del Có­
digo Civil. Es otra cosa, i una vez que se la 
clasifica con la lei en la mano, esa clasificación 
hace emerjer, con los contornos de las formas 
corporales, la serie de violaciones contra el 
derecho cometidas por el señor Ministro que 
firmó aquel decreto.

El de 2 de mayo no es una aceptación de 
renuncia, no es nada que huela a semejante 
acto jurídico, es lisa i llanamente lo que define 
el artículo 2446 del Código Civil: es una tran­
sacción.

«La transacción, dice la léi, es un contrato 
en que las partes terminan extra-judicialmen- 
te un litijio pendiente, o precaven un litijio 
eventual».

Esto fué lo que hizo el decreto de 2 de ma­
yo, precaver un litijio eventual, inminente, en­
tre el Fisco i la Compañía.

La Compañía ya en octubre del año pasado 
había enviado una nota al Ministerio, por la 
cual declaraba roto el contrato, echando sobre 
el Gobierno toda la responsabilidad.

El Gobierno, a su turno, había contestado 
a la Compañía, reconociendo el hecho de que 
el contrato quedaba roto, pero echando sobre 
los hombros de ella la responsabilidad de las 
infracciones.

Ya mas tarde el mismo señor Ministro que 
actuó en el decreto de 2 de mayo, en enero de 
este año, pasaba un tercera nota a la Compa­
ñía, instándola a que sobre la base de la rup­
tura procediera al nombramiento de un tribu­
nal arbitral para que definiera las relaciones 
de una i otra de las partes.

Vino entonces de Europa un apoderado es­
pecial con ese objeto, i el apoderado presentó 
al Ministerio un pliego de proposiciones que 
dice testualmente, en la foja 76 de este lega­
jo, «que contiene las bases de la transacción 
que la Compañía propone al Gobierno.»

El propio señor Ministro i los señores Dipu­
tados que han terciado en este debate, apo­
yando la procedencia legal del decreto, han 
sostenido que una de las justificaciones del 
mismo decreto consistía en haber evitado un 
pleito inminente.

Este decreto es, pues, una transacción ajus­
tada entre el Fiseo i la Compañía. I con decir 
que es transacción, para cualquiera que tenga 
nociones j enerales del derecho, fluye su ilega­
lidad absoluta...

¿De dónde saca el señor Ministro, de dónde 
saca el Presidente de la República derecho 
para transijir en este caso? Disposiciones cla­
ras del Código Civil se lo prohiben. Las prác­
ticas en esta materia son constantes, los pre­
cedentes bien conocidos. Solo en virtud de 
una lei podría el señor Ministro del ramo ha­
ber estado autorizado para transijir con la 
Compañía.

Este es, pues, el verdadero carácter del de­
creto del 2 de mayo: una tiansaccion abierta­
mente ilegal que conculca una serie de dispo­
siciones legales.

I por el hecho Je ser tal, por haberse viola­
do los artículos 2447 i 2448 del Código Ci­
vil, el señor Ministro ha caido bajo la dispo­
sición espresa que se contiene en el artículo 
228 del Código Penal. El señor Ministro, 
excediendo en este caso sus atribuciones, ha 
cometido lo que el Código Penal llama el de­
lito de prevaricación.

Dice el artículo 228 del Código Penal:
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«Art. 228. El que, desempeñando un em­
pleo público no perteneciente al órden judi­
cial, dictare a sabiendas providencias o reso­
lución manifiestamente injusta en negocio 
contencioso-administrativo o meramente ad­
ministrativo, incurrirá en ¡as penas de sus­
pension del empleo en su grado medio i mul­
ta de cierno a quinientos pesos.

«Si la resolución o providencia manifiesta­
mente injusta la diere por neglijencia o igno­
rancia inescusable, las penas serán suspension 
en su grado mínimo i multa de cien a tres­
cientos pesos».

Es un delito, Honorable Cámara...
Podrá el señor Ministo argüir que ha pro­

cedido bona fide; podrá haber procedido por 
ignorancia del derecho... La lei no admite, 
como causa que vicie el consentimiento, la ig­
norancia del derecho.

Tratándose de los actos posesorios, la lei 
estima esta ignorancia del derecho como un 
antecedente de haber procedido de mala fe. 
Yo no tengo aun antecedentes para creer que 
el señor Ministro haya procedido de mala fe; 
pero basta que haya violado al artículo que 
acabo dé leer para que haya incurrido en la 
sanción que marca esa clara i terminante dis­
posición del Código Penal.

¡Para algo se dictan las leyes!
Por algo los códigos llevan distintos nom­

bres; por algo se llaman el uno Código Civil, 
el otro Código de Comercio, i otros Código de 
Minas i el otro Código Criminal.

Al lejislador, a su potestad soberana mani­
festada en la forma que la Constitución pres­
cribe, corresponde calificar la moralidad o la 
inmoralidad de los actos efectuados por los 
funcionarios públicos.

Por eso, en conformidad a la prescripción 
legal que se consigna en el Código Penal, 
acuso al señor Ministro por la comisión de 
este delito, aparte de otros que en seguida 
habré de indicar.

Nos esplicaba el señor Ministro en su de­
fensa que se habia hecho asesorar en la forma 
mas minuciosa, mas continua i mas constante; 
en cada momento de las jestiones de este pro­
ceso administrativo de los Altos Hornos de 
Corral, por el Consejo de Defensa Fiscal. I nos 
agregaba que no pudiendo tener' en la sala de 
su despacho al cuerpo entero i colejiado de 
este Consejo, que consta de nueve o mas miem­
bros, habia elejido un diputado o representan­
te del mismo Consejo, que era el que estaba a 
toda hora en la oficina privada del Ministro. 
De esta suerte el señor Zañartu, procediendo 
con esa acuciosidad que tan claramente nos 
esplicaba, quería lavarse las manos como Pila- 

tos, i decia: ésta es una cuestión legal i por 
consiguiente,. siendo cuestión legal, es técnica 
para mí; he procedido en conformidad con 
los técnicos ¿qué responsabilidad puede ca­
berme?

No es esa, en el juego ordinario de las ins­
tituciones, la situación del señor Ministro ante 
la Cámara, en frente de su responsabilidad 
como secretario del Presidente de la Repúbli­
ca. No existen para nosotros ni Consejo de De­
fensa Fiscal, ni delegados o diputados del 
Consejo. No podemos ajusticiar a estos fun­
cionarios subalternos; no dependen de noso­
tros; no los nombramos ni los destituimos; de­
penden del Poder Ejecutivo, de S. E. el Pre­
sidente de la República i del señor Ministro. 
Es el señor Ministro quien debe responder 
ante esta Cámara; él quien, bajo esta forma 
de responsabilidad prescrita por la Constitu­
ción, da garantías de que el órden i el dere­
cho imperarán en el manejo de la administra­
ción pública.

Pero el señor Ministro, al tratar de escu­
darse de esta manera inusitada tras la perso­
nalidad del abogado señor Montero, no solo 
incurre en un craso error de derecho constitu­
cional chileno, sino que incurre en un verda­
dero olvido de su deberes como Ministro, es 
decir, como funcionario público.

En el informe del señor Montero, que el pro­
pio Ministro hizo publicar antes que este do­
cumento fuera traído por el Gobierno a la Ho­
norable Cámara, se lee una serie de hipótesis 
que veidaderamente ponen de punta los ner­
vios. . ..

Se coloca ese abogado, asesor i tutelar del 
Ministro, en todas las situaciones imajina- 
bles; pero en cada uno de estos casos siempre 
le resulta una consecuencia espantable, es­
peluznante, una catástrofe para el Fisco.

Si el Fisco pierde el litijio que sobrevendrá 
con los Altos Hornos, no tiene límite la in­
demnización que pagará; si el Fisco gana, no 
sacará nada, sino que estará espuesto todavía 
a pagar enormes indemnizaciones.

¡Valiente criterio!...
¡Curioso seria el derecho chileno si, de este 

modo, los autores de nuestros códigos hubie­
ran cautelado los intereses del Estado; si en 
esta forma hubiesen tirado descaradamente al 
medio de la calle los intereses fiscales, es de­
cir, los intereses del pais, de la nación!...

Se coloca el dictamen del señor Montero, 
entre otros casos, en la hipótesis de que se dé 
lugar a la resolución del contrato a instancia 
del Fisco, es decir, en el evento de que el Fis­
co gane el pleito que la Compañía le iniciare 
con motivo del decreto de 27 de octubre últi-
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mo, que niega el pago de las primas i de las 
indemnizaciones por pérdidas en la esplota- 
-cion, que la Compañía reclama.

Colocado en esta hipótesis, el abogado in­
formante dice lo que sigue:

«Si esta última (la subsistencia de, la lei- 
.« contrato de 1905) hubiese llegado a serla 
« idea sustentada por el Tribunal, no necesita 
« demostrarse que la situación del Fisco hu 
« biese sido insostenible, teniendo nnevamen- 
« te que encarar i resolver los problemas que 
« se trató de solucionar con el contrato apro- 
« bado por la lei de 28 de enero de 1913».

Tal es lo que a la letra dice el sorprendente 
informe. I yo pregunto, Honorable Cámara:

¿Cuál era esta situación que en esa forma, 
brutalmente condenatoria, sin dar fundamen­
to alguno, de una plumada, se califica de in­
sostenible para derechos del Fisco chileno?

Era la situación creada por la lei del año 5j 
es decir, la que nacia de las dos famosas j 
conocidas reclamaciones: una de ellas por la 
pretendida falta de entrega inmediata de las 
ochenta mil hectáreas de bosques, i la otra en 
que se solicita, ademas de la garantía del in­
teres i del capital, que el Gobierno abone las 
pérdidas de esplotacion a la Compañía.

Mientras tanto, estas dos tésis reclamatorias 
que espantan al señor Montero, fueron siem­
pre e invariablemente rechazadas por el 
Gobierno, no solo con la mayor enerjía, sino 
también con un acopio lucido i brillante de 
argumentaciones poderosas.

La última de las notas en que se rechazan 
estas pretensiones de la Compañía, es un do­
cumento de mas de veinte pajinas, i lleva la 
firma del honorable ex-Ministro de. Industria i 
Obras Públicas, señor Gandarillas. I los sesu­
dos conceptos legales estampados allí, no son 
sino la síntesis de la tósis tradicional de la 
defensa que siempre i en cada ocasión ha he 
dio el Gobierno de sus derechos.

Pues bien, el dictámen reaccionario que ha 
servido de base al Ministro Zañartu para dic­
tar el decreto de 2 de mayo, es un olvido i 
un conato de trituración de la defensa tradi­
cional de los derechos de Chile.

No solo desconoce el informe los anteceden­
tes de esta defensa, sino que ha tratado de 
aplastarlos locamente, diciendo que no valen 
nada, que todo eso es falso, que la situación 
del Fisco es insostenible.

¿Es admisible, señor Presidente, que un fun­
cionario público que recibe sueldo del Estado, 
llamado a cautelarlos intereses nacionales, así 
no mas, en cuatro palabras, con un audaz 
rasgo de pluma, trate de anonadar los mas cla­
ros derechos del Gobierno al cual sirve, dere­

chos que importan algunos cientos de miles, i 
quizas algunos millones de pesos?

El honorable Ministro que ha actuado, des­
de sus oríjenes en este negocio; que esté mas 
obligado que nadie a conocer todos estos an­
tecedentes, debió en el acto, al ver que ese 
funcionario así desbarraba en la defensa de 
un negocio tan claro i que retractaba de lo 
que antes se había hecho por parte del Go­
bierno de Chile, debió, afirmo, solicitar de su 
honorable colega de Hacienda, si no la des­
titución, por lo ruónos la suspension temporal 
de ese abogado.

I al hablar así, no es mi ánimo ofender al 
señor Montero en modo alguno.'Creo que es 
un caballero, un honrado funcionario; pero en 
este caso ha desbarrado lamentablemente.

En cambio, ¿qué hizo el honorable Minis­
tro?

No voi a decir todavia lo que hizo el Mi­
nistro, porque ese informe del abogado dice 
aun otras cosas que merecen considerarse.

Ya sabemos que se desmintió la defensa del 
Gobierno de Chile, con la frase a que he alu­
dido; pero advirtamos que se lanzó también 
un mentís en sus propias barbas a la propia 
persona del señor Ministro de Industria.

El honorable señor Zañartu, perfectamente 
orientado en este negocio de los Altos Hor­
nos, había sostenido siempre, i así lo declaró 
en el último reportaje que se hi publicado, 
que él no había creído jamas que la Compañía 
tuviera derecho a aquella vieja reclamación 
basada en la entrega de los bosques, ni a la 
otra basada en la pretension de que se le pa­
garan las pérdidas de esplotacion.

El Ministro estaba aquí en el punto co­
rrecto... . (

Así ló ha hecho publicar bajo su firma; 
pero tenemos aquí que el funcionario subal­
terno que le asesora desmiente, junto con la 
defensa tradicional de Chile, las propias, las 
frescas, las palpitantes declaraciones del señor 
Ministro que acaban de aparecer en las colum­
nas de un diario...

El Ministro, en medio de la atmósfera de 
ofuscamientos en que estaba, no para mientes 
en esta aberración.

Sigue adelante; i, en vez de guardar ese 
informe, en vez de sepultarlo en el rincon 
mas oscuro de su caja de fierro, para no cono- 
prometer los intereses del Fisco; en lugar de 
sepultar ese dictámen, de ahogarlo en el si­
lencio i de ocultarlo en la forma secreta que 
correspondia a la naturaleza’secreta del docu­
mento, ¿sabéis qué hacia el Ministro, víctima 
de obsesión, que le ha impulsado a dictar el 
decreto de 2 de mavo? Lanzó ese informe a la
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publicidad..., procurando salvar su persona­
lidad, aunque matara al Fisco... Antes de 
traer el informe a la Cámara lo lanzó a la 
prensa, es decir, lo puso, no solo al alcance 
del público, sino que lo entregó a las garras 
de la Compañia, para que ésta en seguida pu­
diese posesionarse de este punto débil de la 
defensa de los intereses del Fisco, para que 
tuviera un arma mas con qué atacar los inte­
reses públicos.

El señor Ibáñez.—¿Me permite el honora­
ble Diputado?

Yo debo recordar a Su Señoría que la Com­
pañía no puede ampararse en esas manifesta­
ciones de opinion, porque la Compañía, por 
el contrato-lei del año 13, renunció a todas 
esas ventajas.

El señor Arteaga.—Exacto, honorable Di­
putado; efectivamente renunció a eso la Com­
pañía, por el contrato-lei del año 13.

Pero yo estoi discurriendo sobre la base 
en que se coloca el abogado del Consejo de 
Defensa Fiscal: sobre la base de que hubiere 
sido resuelto por los tribunales el contrato-lei 
del año 13, i entónces habría revivido la si­
tuación de la lei del año 5, i no habrían te­
nido efecto las renuncias de derechos de 1913. 
En consecuencia, no me equivoco al razonar. 
I prosigo.

La publicación de este documento de que 
vengo ocupándome, por su naturaleza reser­
vado, constituye también un quebrantamiento 
de la lei penal, en el cual ha incurrido el ho­
norable Ministro. Este quebrantamiento está 
espresamente contemplado en el artículo 246 
del Código Penal.

Como estoi restrinjido por el tiempo, no le 
daré lectura a este artículo: pero dejaré testi 
monio de que, por este nuevo capitulo, acuso 
al honorable Ministro de Industria como res­
ponsable de la comisión del delito a que se 
refiere el artículo 246 del Código Penal citado.

'Tengo que sacrificar por completo el desa 
rrollo de numerosas i graves observaciones 
que pensaba formular, i tengo que sacrificar­
las ante esta limitación, el tiempo, límite que 
no depende de mi voluntad i que no puedo 
franquear, porque nace de las injurias con que 
ayer se me ofendió.

Esforzándome, pues, en condensar mis ob­
servaciones, diré, en la forma mas somera po­
sible, que la Compañía de los Altos Hornos 
ha ejecutado, ha cometido el delito de estafa, 
previsto en el correspondiente artículo del 
Código Penal.

La comisión de este delito i sin prueba ple­
na se desprende de los diversos antecedentes 

oficiales que tengo aquí, en este legajo, i que 
es imposible alcanzar a leer hoi.

Por distintos artículos del contrato-lei del 
año 13, que casi no necesito recordar, porque 
son bastante conocidos de la Honorable Cá­
mara i entre los cuales especialmente figuran 
los artículos 5, 7, 11 í 13, inciso 2.°, la Com­
pañía de los Altos Hornos se obligó a colacio­
nar en las utilidades jenerales del negocio de 
Corral todo el provecho que obtuviese de la 
esportacion i venta de los minerales del Tofo, 
o sea, de la esplotacion i esportacion de los 
mismos.

Eso fluye de los antecedentes. De los ante­
cedentes i de las palabras de la lei se dedu­
ce que la Compañía debía por sí misma seguir 
en la esplotacion del negocio, porque solo en 
esta forma obtendría las utilidades previstas 
en aquel jubiloso, poético i peripatético infor­
me que ante la Coi fisión especial de esta Cá­
mara dieron los señores Avalos i Laso, infor­
me que, por falta de tiempo, tampoco puedo 
leer, i lo deploro porque su lectura haría, sin 
duda, someir a. muchos de mis honorables co­
legas por los términos en que está concebido.

En otra de las cláusulas, la Compañía so 
obligaba a dar en hipoteca al Gobierno el cita­
do mineral del Tofo, i se obligaba, a la vez, a 
no enajenar las minas.

En suma, se adoptaron sobre este punto, en 
la lei de 1913, todas las formas de precaución; 
se colocó a la Compañía en una situación de 
coartada, por decirlo así, a fin de que le fuese 
imposible escaparse con este patrimonio adi­
cional de las minas del Tofo, que venia a cons­
tituir la verdadera garantía, el grande i nuevo
motivo, que, según todos los antecedentes 
oficiales podia determinar al Gobierno i a la 
Cámara hacer las opíparas concesiones que se 
contenían en el contrato ad referendum del 
año 11, aprobado por la lei del año 13.

¡I bien!... Miéntras aquí el Gobierno de 
Chile, el Congreso de Chile,, procediendo con 
toda buena fe i con la inocencia de los zorza­
les, se ocupaban en el despacho de la lei i de­
ferian a la proposición de urjencia que formu­
ló mi honorable colega, el señor Cox,—mién­
tras la Cámara i los poderes públicos, procedían 
con toda buena fe para la Sociedad de Altos 
Hornos, i el 28 de enero se promulgaba esta 
lei del año 13;—allá, en Francia, esta perso­
na jurídica, que estaba presente en Chile i es­
taba presente en Paris, ¿qué hacia? Celebraba 
con la Compañía Betlehem los contratos que 
la Honorable Cámara conoce. Primero, el con­
trato que se ha llamado de arrendamiento,, 
hasta 1945, i luego, los contratos posteriores 
de prórroga por treinta i treinta años mas. En
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otras palabras, entregaba a la Compañía nor­
te-americana, por un período de noventa años, 
la esplotacion de las minas del Tofo. Se las 
entregaba en condiciones inusitadas i absolu 
tas que importaban, no el arrendamiento, como 
dice el rubro capcioso de la escritura, sino una 
venta indiscutible ante el derecho chileno, 
ante el derecho francés i ante la jurisprudencia 
universal.

El honorable Diputado por Santiago, señor 
Marchant, citó aquí, con muchísima oportuni­
dad, la propia opinion de la Compañía a este 
respecto, leyéndonos un trozo del dictamen 
que diera el distinguido abogado francés se 
ñor Labory, informando en el litijio que sigue 
la Compañía Altos Hornos con Carbonel i 
Armant. De ese informe se desprende que el 
contrato ajustado entre la compañía francesa 
i la compañía americana es una venta e im­
porta el traspaso absoluto de las minas a la 
Compañía americana hasta su agotamiento.

¡Así cumplía la Sociedad Altos Hornos de 
Corral, los compromisos de derecho i de honor 
que, en forma solemne i en reiteradas estipu­
laciones, contrajera por medio del contrato 
■ad referendum de 1911, sancionado definiti­
vamente en 1913!

La hipoteca prometida al Gobierno de Chile 
sobre el grupo mineral del Tofo, quedaba 
frustrada i burlada por mérito del contrato 
de compra-venta ajustado subrepticia í dolo­
samente en Paris, el 3 de enero de 1913, con 
la empresa norte-americana Bethelem; era vio­
lada la prohibición de enajenar, impuesta en 
el inciso 2.° del artículo 7.° del contrato con 
el Gobierno chileno, i quedaba frustrada la 
colación de las utilidades del Tofo, que figu­
raba como uno de los motivos principales de 
ese contrato.

La tardía insciipcion que, mui posterior­
mente, hacia fines de 1913, hizo el Fisco de 
su derecho hipotecario prometido en 1911, no 
basta a revalidar la ineficacia teórica i prácti 
ca, legal i comercial, de aquel derecho suplan­
tado por el nuevo e incompatible derecho de 
la Compañía Bethelem, en conformidad, par­
ticularmente, a las disposiciones 1560, 2416 i 
2423 del Código Civil i artículo 87, 88, 89. 
155, 156 i 160, inciso 3.° del Código de 
Minas.

La Sociedad de los Altos Hornos, por esta 
doble manipulación simultáneamente ejecuta­
da en Santiago de Chile i en Paris, no solo 
incurría en el «dolo civil», de conformidad a 
los artículos 44, inciso 6.°, 1560 i 1546 del 
Código Civil, sino que se hacia reo del «dolo 
criminal o estafa», delito este último en el 
cual ha incurrido, hasta hacerse merecedora 

del máximo de las penas señaladas, a mérito 
de los artículos 468, 469, número 6.°, 470, 
número 4.° i 12, número 7.° de nuestro Có­
digo Criminal.

El delito de estafa se consumó i fué toda­
vía, con audacia inverosímil, puesto en cono­
cimiento del señor Ministro de Industria i 
Obras Públicas, ocho meses mas tarde, por 
medio de una nota confidencial que obra aquí 
en estos antecedentes que he obtenido del 
Ministerio.

¿Qué correspondía al Ministro señor Zañar- 
tu en este caso, en conformidad a las claras i 
precisas disposiciones del Código Penal i a las 
claras i reiteradas disposiciones del Código 
de Procedimiento Penal?

Correspondía al Ministro Zañartu haber 
hecho inmediatamente el denuncio del delito 
i haber procedido en el acto a cautelar los in­
tereses fiscales; haber requerido la acción de 
los abogados i funcionarios subalternos. Esto 
es lo mateado en forma categórica i precisa 
por una serie de disposiciones legales, que Su 
Señoría no pu-?de desconocer, porque el cono­
cimiento del derecho patrio es obligatorio pa­
ra todos los hombres que habitan el territorio 
de Chile.

El Ministro debió inmediatamente hacer 
perseguir este delito, en conformidad a los 
artículos 43, 59, 102, 103, 104 i 105, número 
3.° del Codigo de Procedimiento Penal.

Por no haber cumplido con este deber, el 
señor Ministro incurrió en otro nuevo que­
brantamiento del Código Penal: violó los ar­
tículos 106 i 107, cayendo por tercera i cuar­
ta vez en la comisión de delitos espresamente 
previstos por la lei criminal de Chile.

Estas conculcaciones a que me he referido 
i en cuyos pormenores no puedo ya entrar 
a fin de que tenga tiempo el señor Ministro 
para contestar antes de la hora, constituyen 
las bases principales de la acusación que so­
meto a la conciencia de la Cámara.

Acuso, pues, al señor Ministro por haber 
violado el artículo 151 de la Constitución, por 
haber violado las diversas disposiciones del 
Código Civil que cité i por haber violado to­
dos los preceptos del Código Penal i del de 
Procedimiento Penal a que me he referido i 
cuyo quebrantamiento importa la comisión de 
diversos delitos.

Dejo a la conciencia de la Cámara, dejo a 
la voluntad de esa mayoría, que tiene la res­
ponsabilidad de la suerte del pais, de la pro­
bidad de la administración pública, de. las ba­
ses de moralidad i de derecho en que debe 
descansar toda Organización democrática; de­
jo, digo, a la apreciación soberana de la Cá-
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mara el tomar en serio esta acusación, o dar 
de lijera i por móviles políticos un voto de in­
demnidad al señor Ministro.

Por mi parte he cumplido con mi deber, he 
puesto hechos graves en conocimiento de la 
Cámara i, por medio de ella, en conocimiento 
del pais. A vosotros os corresponde ahora, se­
ñores Diputados, ver la forma en que habéis 
de cumplir vuestros deberes.

El señor Balmaceda (Presidente).—-El ho­
norable Diputado por Collipulli ha formulado 
acusación contra el señor Ministro de Indus­
tria i Obras Públicas.

En conformidad al articula 84 de la Consti- 
fucion debe señalarse uno de los ocho dias 
siguientes a la sesión en que la acusación se 
formula, para que el Ministro dé esplicacio 
nes sóbrelos hechos que se le imputan i para 
que la Cámara delibere sobre si se acepta o 
nó a examen la acusación.

Propongo a la Cámara fijar para este objeto 
la sesión del juéves próximo.

Acordado.
El señor Oox Méndez.— ¿I qué suerte co­

rre la interpelación, señor Presidente?
El señor Balmaceda (Presidente).—Los pre­

cedentes establecidos dicen que la interpela­
ción continúa, honorable Diputado.

El señor Zañartu (Ministro de Industria-i 
Obras Públicas).—Señor Presidente, no pue­
de ménos que llamarme la atención, i llamar­
me la atención en forma la mas estraordinaria, 
el incidente que el honorable Diputado por 
Collipulli ha traido a la Cámara al comenzar 
sus observaciones en la presente sesión.

No creo yo que cuando le hemos evitado a 
la Cámara el bochorno de un incidente que, 
por ser personal, será siempre pequeño i es­
tará, mui por debajo de la altura a que deben 
mantenérselos debates de la Cámara, no creía, 
digo, que fuera posible que, después de tras­
curridas veinticuatro horas, volviera a reno 
vatseun incidente, que si pudo esplicarse en 
un momento primero, cuando él se produjo, 
no se comprende que vuelva a ser provocado 
en el seno mismo de la Cámara, cuya altura i 
dignidad está mui por encima de nuestras 
personas.

Todavía, no había para qué dar este aviso 
al pais sobre algo que habria de ventilarse en­
tre el Diputado por Collipulli i el Ministro que 
habla.

Este aviso previo es también una cosa es­
traordinaria que no se ha visto jamas en los 
anales del réjimen parlamentario.

El señor Arteaga.—¿Me permite una inte­
rrupción Su Señoría?

El señor Zañartu (Ministro de Industria i 

Obras Públicas).—Nó, señor Diputado; no se 
la permito.

En vista de la forma desusada de las obser­
vaciones del honorable Diputado, que la Cá­
mara ha venido oyendo durante dos sesiones, 
en la interpelación pendiente, i en vista de an­
tecedentes de Su Señoría que son del domi­
nio público i que yo califico mui desventajo­
samente para Su Señoría, permítame la Ho­
norable Cámara que declare que no me con­
sidero autorizado para abatir el cargo de 
Ministro i entrar a contestar las observaciones 
de Su Señoría.

En consecuencia, yo dejo de mano esas ob­
servaciones, para referirme a las de los demas 
honorables Diputados que son dignas de la 
contestación de un Ministro.

Me había formado el propósito de no entrar 
mas al debate en la interpelación pendiente 
sobre supuesta ilegalidad cometida por el que 
habla, al firmar el decreto de 2 de mayo, i me 
habia propuesto no entrar mas a este debate 
porque creía que la materia estaba ya suficien­
temente dilucidada; que se habían dado por 
una i otra parte todas las razones en pró i en 
contra de la supuesta ilegalidad de dicho de­
creto.

Era, repito, el propósito de no hacer perder 
tiempo a la Honorable Cámara i de evitarle 
que me oiga, sin que haya necesidad, lo que 
me inducía a no volver a temar parte en este 
debate; pero me ha sido imposible mantener­
me dentro de esta línea de conducta que me 
habia trazado, por la razon que va a oir la 
Honorable Cámara.

Entre los discursos que se han pronunciado 
alrededor de este asunto, ha habido algunos 
de conciliación, en que los honorables Diputa­
dos que han usado de la palabra han pedido 
al Ministro que se ponga en otros términos 
que en los de intransijencia, en que, según 
creen Sus Señorías, se ha colocado el Minis­
tro: es decir, que se coloque en término de 
aceptar un voto, que seria de transacción.

Esto tendría la ventaja, señor' Presidente, 
lo comprendo bien, de que en esta lucha, en 
esta discusión de ideas, no habria vencedores 
ni vencidos, i el Gabinete seguiría adelante sin 
tener tropiezos en su marcha.

Señor, comprendo mui bien mis deberes de 
Ministro i peso perfectamente en la hora ac­
tual las responsabilidades que me impone, - 
al negarme a aceptar esta proposición, que reil 
teradamente me han hecho, lo hago porque ei 
fundamento de este voto, el carácter que ha 
tomado este debate no le permite a un Minis­
tro de Estado aceptar esta proposición sin que 
deje en este debate, en esta votación, parte
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del prest.ijio que necesita íntegramente para lle­
nar en forma cumplida los deberes de su alto 
cargo. Por eso, no acepto una transacción.

Digo que no pensaba hablar, a pesar de las 
insinuaciones anteriores que se me habian he­
cho: habia tenido el propósito de no hacerlo 
hasta ayer, en que hemos oido las observacio­
nes del honorable señor Rodríguez; pero la 
forma benévola del discurso de Su Señoría, 
la forma culta, de. buen caballero, el sello de 
caballerosidad que Su Señoría da siempre a 
sus opiniones i una que otra frase que le dictó 
la amistad, me obligan a volver sobre mis pa 
sos i a hacer de nuevo, rápidamente, el estu­
dio de todas estas observaciones que ha oido 
la Cámara, ‘para rebatirlas i para justificar mi 
actitud; porque deseo que no se crea que al 
obstinarme en este propósito, lo hago guiado 
por móviles pequeños o por el amor propio, 
de aparecer venciendo en un debate parla­
mentario; lo hago en resguardo de la serie­
dad del cargo que invisto i de la responsabi­
lidad que me es indispensable para el correc­
to funcionamiento de las altas funciones que 
me han sido encomendadas.

He dicho que para contestar estas observa­
ciones, señor Presidente, he tenido que afron­
tar un trabajo penoso: esa és la verdad.

I con el propósito de que no se alargase 
mas este debate, de salvar en parte mi deseo 
de no hacer perder mas tiempo a la Honora­
ble Cámara, me he dado la molestia de escri­
bir mi respuesta, a fin de poder de esta ma­
nera contestar una a una las observaciones 
que se han formulado en el seno de la Hono­
rable Cámara.

Si la Honorable Cámara tuviera la benevo­
lencia de que se acordara prorrogar por unos 
cinco o diez minutos la sesión, podria dar 
término hoi mismo a mis observaciones.

El señor Balmaceda (Presidente).—Si no 
hai inconveniente por parte de la Honorable 
Cámara, se acordará prorrogar lo sesión hasta 
que termine el señor Ministro.

Acordado.
El señor Zañartu (Ministro de Industria i 

Obras Públicas).
I

l.°  En obsequio a la claridad, es útil preci­
sar los puntos en discusión.

Debe descartarse del debate el artículo 151 
de la Constitución; no se duda que el Gobier­
no no se puede atribuir otra facultad 0 dere­
cho que los que espresamente le confieren las 
leyes.

Procede eliminar igualmente el artículo 52 
del Código Civil, porque no hai discusión 

acerca de que las leyes se derogan espresa o 
tácitamente, ni tampoco las hai en cuanto a 
que la derogación de una lei no se puede ha­
cer por medio de un decreto.

2. ° Lo que se discute es, aceptando esos 
principios, si el decreto de 2 de mayo signi­
fica. una estralimit.acion de las facultades del 
Gobierno i si envuelve una derogación de la lei.

3. ° No hai ni una ni otra cosa. Si esto pare­
cía claro antes del debate, después de él, i 
con las impugnaciones que se han hecho, ha 
adquirido los caracteres de la evidencia.

II
1. ° Se ha objetado principalmente el artícu" 

lo 9.°, porque se considera que en su fondo i 
en su forma, contiene una derogación esplíci- 
ta de disposiciones contenidas en las leyes 
números 1,798, de 31 de octubre de 1905, i 
número 2,759, de 19 de febrero de 1913.

Se ha dicho que este decreto declara sin 
vigor algunos artículos de 1a. lei i que esto no 
puede hacerse por el Gobierno, que carece de 
facultades para derogar la lei, porque, decia 
el señor Ibáñez, afirmándose en la autoridad 
de los romanos, las cosas se deshacen de la 
misma manera que se hacen.

2. ° La argumentación adolece del vicio de 
que padecen todos los raciocinios que, sin 
considerar la relatividad de las cosas, preten­
den fundarse en apotegmas absolutas.

No se necesita ser jurista para afirmar que 
en derecho, como en todo otro órden de co­
nocimientos, es profundamente inexacto aque­
llo de que las cosas se deshacen de la misma 
manera que se hacen. Los Diputados son ele- 
jidos en votación popular; pero su cargo no 
espira porque otra votación lo haga terminar. 
Ciertos empleados públicos son nombrados 
directamente por el Presidente de la Repúbli­
ca, i, sin embargo, no está facultado para ha­
cerlos cesar en sus funciones, sin que inter­
venga el acuerdo del Senado. Muchos otros 
casos podrían citarse para probar que no es 
con antiguas fórmulas mas o ménos aceptadas 
o discutidas, por las aulas universitarias, como 
se resuelven estos problemas.

3. ° No es exacto que haya equivalencia 
perfecta entre los términos «quedar sin vigor» 
i «derogar una lei». El primero es mas com­
prensivo que el segundo. Toda lei que se de­
roga queda sin vigor, pero la proposición re­
cíproca no es exacta, porque no toda lei que 
queda sin vigor está derogada.

4. ° Hai leyes que, sin que se las derogue, 
deben o pueden quedar sin vigor. En el pri­
mer caso se encuentran todas las que tienen 
un plazo de vijencia; en el segundo, las que 
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son meramente facultativas cuando no se ha­
ce uso, en todo o en parte, de la facultad que 
conceden.

No ocurre otra cosa con las leyes que otor­
gan derechos que miran solo al ínteres indivi­
dual de alguien, la renuncia de los cuales de­
rechos está autorizada, como regla jeneral, 
permitiéndose así que la lei que los consagra 
quede sin vigor, para el caso, no obstante, de 
no haber sido derogada.

III
1. ° Decir que el decreto de 2 de mayo sea 

un úkase sin precedentes ni justificación posi­
ble, porque establece que, en virtud del acuer­
do de las partes, solo quedan en vigor los ar­
tículos tales en la lei de 1905 i del contrato 
aprobado por la lei de 1913, podrá tener el 
mérito oratorio que se quiera, pero nunca será 
un argumento razonable.

2. ° Este artículo no contiene derogación de 
ninguna especie; afirma un hecho que es con­
secuencia de un acuerdo de voluntades produ­
cido entre dos partes contratantes. De aquí a 
ladercgacion de la lei existe un abismo que 
sin mayor esfuerzo dan por salvados los ho­
norables Diputados que impugnan el decreto.

3. ° Pero se dice que una de esas partes con­
tratantes, el Fisco, no ha podido celebrar el 
convenio que consigna el decreto.

Discutiendo de buena fe, no es de suponer 
que los señores Diputados, que durante el de­
bate en mas de una ocasión han hecho pesar 
su autoridad de conocedores de la ciencia le­
gal, quieran confundir esta falta de capacidad 
para obligarse como contratante, con la situa­
ción que se ha propuesto de estralimitacion de 
facultades, la derogación de la lei

4. ° Si el decreto no dice que deroga la lei, 
si esto no es ni ha podido ser su espíritu, ni 
es tampoco el resaltado a que conducen sus 
términos, resulta fuera de duda que no hai de­
rogación espresa i tácita, ni hai majistratura, 
ni persona, ni reunion de personas, que, en 
circunstancias ordinarias o estraordinarias, se 
hayan atribuido mayores facultades que las que 
la lei les confiere.

5. ° Estudiando las estipulaciones del con­
trato a que se refiere el decreto, cabrá discu­
tir si son válidas o nó, i si el Fisco ha tenido 
capacidad bastante para acordarlas.

Esta es cuestión distinta, enteramente dis­
tinta a la relacionada con la derogación de la 
lei. El señor Espinosa Jara lo ha reconocido 
implícitamente, porque ha dicho que los artí­
culos l.°, 2.°, 3 ° i 5.° del ¿lecreto, son legales. 
Mas aun: ha espresado que, «tratándose en los 
artículos 1,° i 2.° de la renuncia de derechos de 

la Compañía, el Gobierno pudo i debió acep­
tar esta renuncia, que significaba libertarse de 
obligaciones que pesaban sobre él».

6.®  No es otra cosa lo que ha sostenido el 
Ministro. Ha dicho que no se cree facultado 
para libertar a la Compañía de ninguna obli­
gación que la lei de 1905 o el contrato de 
1913 le impusieron: pero que sí tiene no solo 
la facultad, sino el imperioso deber de mejorar 
la condición del Fisco, cada vez que esta 
oportunidad se le presente, i que haya un con­
tratante que quiera renunciar derechos suyos, 
que sean obligaciones correlativas del Fisco

IV
1. ° Se trata, entónces, de saber, tal como lo 

dice el informe de los abogados, que el señor 
Espinosa Jara desea enjuiciar, si el Fisco ha 
renunciado por su parte algún derecho o si se 
ha limitado a admitir la renuncia de los ajenos.

2. ° La renuncia del Fisco se ha hecho cons­
tituir antes que todo en que, según decreto de 
2 de mayo, la Compañía queda exonerada de 
la obligación de producir el mínimum de fierro 
i acero que fija el artículo 2.° del contrato 
aprobado por la lei de 1913.

3. ° El honorable señor Vicuña Cifuentes 
respondió mui acertadamente a la observación.

Dicho artículo 2.° no es una disposición ais­
lada; se relaciona íntimamente con el 3.°, 
que impone una obligación mas a la Compa­
ñía, i con el 4.°, que fija la sanción, la única 
sanción que tiene el hecho de no producir el 
mínimum establecido.

4. ° Es un lamentable error de los señores 
Diputados contrarios a la legalidad del decre­
to, el suponer que de este conjunto de dispo­
siciones del contrato del año 13, resulte para 
la Compañía una obligación pura i simple de 
producir cierta cantidad de fierro i acero. La 
obligación era del Fisco, que se comprometía 
al pago de la garantía de interes, de amorti­
zación i de los préstamos por pérdidas, si los 
Altos Hornos producían las cantidades seña­
ladas.

Hai una obligación del Fisco sometida a 
una discusión; no hai una obligación de la 
Compañía, cuyo cumplimiento se haya queri­
do estimular.

5. ° El artículo 4.° lo demuestra sobradamen­
te. Si allí dice que la Sociedad no tendrá de­
recho a la garantía de ínteres en el caso que 
que la producción efectiva sea inferior al mí­
nimum señalado, es manifiesto que por esta 
disposion se prevé el hecho de que no se 
produzca la cantidad fijada i que a este hecho 
se señale como efecto el no pago de la garan­
tía de interes.
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El tenor literal de este artículo conduce a 
]a conclusion de que no produciendo la So­
ciedad, no tendría derecho a la garantía de 
nteres, pero sí ala amortización i a los prés- 
ianios.

6. ° Sin embargo, como los contratos lian 
de interpretarsebuscando antes que la intención 
de las partes el tenor literal délas palabras, i en 
este caso la intención se manifestó en el sen 
tide de que la Compañía no tendria derecho a 
ninguna de las dos garantías, ni tampoco a 
los préstamos si no realizaba la producción 
tniínima, esa es la inteligencia exacta de la es­
tipulación.

7. ° La intención de las partes se manifestó 
con motivo de las observaciones producidas 
en la Honorable Cámara, que conviene re­
cordar.

En la sesión de 15 de enero de 1913, el ho­
norable señor Silva Sornarriva hizo presente, 
ocupándose del artículo 4.°, que la relación 
que se le habia dado autorizaba a la Compa- 
ñís para oxijir la garantía de amortización i 
los préstamos, aunque no tuviera producción.

«Fíjese bien la Honorable Cámara: decia 
el honorable Diputado quo el inciso 1,° del ar­
tículo 4.° solo exonera al Estado del pago de 
la garantía de interes sobre el capital inverti­
do, pero que en ningún artículo del convenio 
se le libra del pago de las pérdidas i la amor­
tización en el caso de que los Altos Hornos, 
por cualquier motivo, no produzcan una sola 
tonelada.»

El Ministro actual, que habia sido el que 
■suscribió el contrato acl referendum que se 
trataba de autorizar, dió esplicaciones a la 
Cámara, reconociendo que la observación del 
señor Silva Sornarriva era justa en relación 
con la letra del artículo, pero agregando que 
la mente de las partes era que «si la Compa­
ñía no producía no habia necesidad de pagar 
no tan solo el interes, como quedó claramen­
te establecido en la estipulación, sino que 
tampoco las pérdidas ni la amortización.»

Para comprobar que la otra parte estaba 
conforme con esta interpretación, dió lectura 
a una carta del representante de los Altos 
Hornos, que se publica en el Boletín, i en la 
cual se dice: «cuando se haya alcanzado las 
producciones fijadas en el artículo 2.° en las 
condiciones fijadas en el artículo 4.° el Go­
bierno no pagará ninguna suma a la Sociedad 
a título de garantía de amortización o de pér­
dida.

Esta esplicacion fué aceptada por la Cá­
mara.

8. ° Si fuera dudoso, i no es, que el míni­
mum de producción está fijado únicamente 

como condición para recibir las garantías de 
interes i de amortización i los préstamos de­
berla recurrir a la historia fidedigna del esta­
blecimiento de la lei i, como se ve, ella hace 
desechar toda vacilación.

En efecto, se comprueba con la historia de 
la lei que la Cámara dudó antes de aprobar el 
artículo 4.°, porque creyó que la Compañía 
pudiera no producir ni una tonelada como de­
cia el señor Silva Sornarriva, i sin embargo, 
estar en condiciones de exijir por amortización 
i por préstamos una gruesa suma. Desvaneci­
do ese temor, la Cámara aprobó el artículo.

Ahora bien, si la Cámara hubiese entendi­
do que el artículo 2° obligaba lisa i llanamen­
te a la Compañía a producir cierto mínimum, 
el temor seriainesplicable, i el inciso l.° del ar­
tículo completamente redundante, ya que por 
el hecho de no producir, la Compañía se ha­
bria puesto fuera del contrato i el Fisco ha­
bria podido pedir su resolución o su cumpli­
miento, pero en todo caso sin obligación de 
pagar nada, miéntras la Sociedad no cum­
pliese.

9.°  Si, como aparece con toda claridad, la 
producción fijada en el artículo 2.° era exiji- 
ble solamente para el pago del Ínteres de la 
amortización i de los préstamos, es evidente 
que, renunciados éstos, no es el decreto el Que 
deja sin vigor el artículo 2.° sino la renuncia 
antedicha que la Compañía era mui libre de 
hacer i que el Ministro, conforme con lo es- 
presado por el señor Espinosa Jara, estaba en 
el deber de admitir.

V

1. ° El honorable señor Marchant ha dicho 
o ha insinuado que la garantía de amortización 
no han podido renunciarla los Altos Hornos, 
prescindiendo de los tenedores de bonos.

2. ° El Estado no tiene relación alguna con 
los dueños de esos bonos; no la tiene tampo­
co con los bonos que, emitidos por la Compa­
ñía i adquiridos por terceros, constituyen un 
negocio particular al que el Fisco es entera­
mente ajeno.

3. ° En estas condiciones no se divisa para 
abrigar temores por una reclamación diplomá­
tica, que no hai el derecho de creer que, con­
tra todas las nociones de justicia, pudiera ser 
amparada por una potencia estranjera.

4. ° De acuerdo con el señor Espinosa Jara 
puede decirse que el Estado no tiene por qué 
responder del servicio de los intereses i de la 
amortización de ésos bonos. Pero no es acep­
table el deseo que manifestaba el señor Di­
putado de que el contrato no se hubiere esta­
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blecido en forma precisa que el Estado no 
tenia tal obligación. En un contrato se estable­
cen las obligaciones i los derechos que nacen 
de él o que por él son modificados: pero no es 
posible hacer enumeraciones negativas para 
señalar los derechos que no se tienen o las 
obligaciones que no se contraen. Al proceder 
como lo hubiera deseado el honorable señor 
Espinosa Jara, no bastaría la vida de un hom­
bre para redactar el contrato mas simple.

VI

1. ° El artículo 4.° del decreto ha sido obje­
tado, porque modifica la forma de pago esta­
blecida en la lei. El señor Marchant parece 
creer que la forma adaptable por el decreto es 
mas gravosa para el Estado; el señor Espino­
sa Jara no se interesa por la cuestión de he­
cho. «Yo no digo, espresó, respondiendo a 
una interrupción del señor Alessandri, que sea 
mas o ménos favorable para el Fisco un dispo­
sición que otra. Pero yo digo que el señor Mi­
nistro, ni ningún otro Ministro, ni aun el ho­
norable señor Alessandii, si fuera Ministro, 
puede venir a derogar, por medio de un de­
creto, el mandato de la lei.»

2. ° No es la consecuencia lo que resulta en­
tre esta opinion i la que momentos ántes habia 
manifestado el señor Diputado en el sentido 
de que el Ministro debía aceptar lo que signifi­
cara una renuncia por parte de la Compañía.

Si este artículo 4 ° es una renuncia de la 
Compañía, si no estando ella obligada a pagar 
sino en forma eventual i a largo plazo, se alla­
na a hacer el pago de un modo cierto i en un 
tiempo menor, ¿por qué, en este caso, no se 
podrís aceptar la renuncia i sí en el otro? 
¿Por qué habria en uno derogación de la lei i 
en el otro nó?

3. ° La verdad es que no se puede prescin­
dir de si la forma de pago de que se trata es 
mas o ménos favorable para el Fisco que la 
señalada en la lei. Si es mas favorable el Fisco 
nada renuncia, sino que, al contrario, acepta 
la renuncia que hace la otra parte de su dere­
cho de pagar en términos mas ventajosos para 
ella.

4. ° El Ministro estima que la situación 
que se ha producido con este artículo 4.° del 
decreto es incuestionablemente superior para 
el Fisco que la contemplada en la lei; i para 
juzgar sobre la legalidad del decreto, esto es 
suficiente, porque, tratándose de un punto de 
hecho, es el Gobierno quien, como administra­
dor del Estado, tiene el derecho i el deber de 
apreciarlo. La Cámara podrá tener opinion 
distinta, podrá creer que el Ministro está en 

error i manifestarlo así; pero lo que no puede 
hacer es decir que admitiendo la existencia de 
ese error, el acto gubernativo sea ilegal.

VII

1. ° El señor Ibáñez ha hecho otra objeción: 
ha dicho que el Estado podia hacer cumplir el 
contrato i obligar a que las utilidades del Tofo 
se computaran en el negocio de Corral; mién- 
tras tanto que el decreto, decía el señor Di­
putado, se contenta con la devolución de los- 
novecientos i tantos mil pesos. Esto lo habia 
espresado también el señor Marchant.

2. ° Los señores Diputados tienen sobrada 
razon. El Gobierno pudo exijir el cumplimien­
to del contrato; pero no es eso lo que está en 
discusión. Lo que se discute es: si, en el su­
puesto de ofrecerse al Gobierno la renuncia 
de derechos por parte de la Compañía, debió- 
negarse a aceptar esa renuncia i mantener la 
responsabilidad del Fisco. En otros términos, 
para apreciar la legalidad del decreto no hai 
que buscar les distintas cosas que el Gobierno 
pudo hacer, sino demostrar que ésta de que 
se trata concretamente, la aceptación de un 
pago mas ventajoso, no la pudo ejecutar el 
Gobierno dentro de la lei.

3. ° Es indudable que con arreglo al con­
trato de 1913 las utilidades del Tofo deberían 
computarse al calcular las del establecimiento 
de Corral; pero, ¿para qué se ha-ria esto? Lo 
dice el artículo 7.°: «Para computar el pago 
de ¡as garantías de ínteres i de amortización 
establecidas en los artículos l.° i 5.° de este 
convenio, se incluirán entre las utilidades de 
la Empre sa los beneficios que se obtengan de 
la esportacion i venta de los minerales del es­
tablecimiento minero del Tofo». También de- 
bia hacerse ese cómputo para saber cuándo 
las utilidades eran superiores ai seis i medio 
por ciento i procedía aplicar el exceso a la de­
volución de los préstamos i de lo pagado a 
título de garantías.

4. ° Conservando el Estado la obligación de 
pagar las garantías i de hacer préstamos para 
cubrir las pérdidas, era procedente computar 
con utilidades del Tofo. Desaparecida esa 
obligación, ningún interes conservaba el Fisco 
en las utilidades de la Compañía.

5. ° Es cierto también que, según el decreto 
del 2 de mayo, la Compañía solo restituirá 
novecientos i tantos mil pesos; pero es que la 
Compañía no adeuda una suma mayor que 
ésta, i por lo tanto, no se le puede pedir que 
devuelva mas.

6. ° El señor Ibáñez decía todavía que este 
artículo 4.° del decreto era inconveniente,
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porque el Fisco habría podido exijir el pago 
inmediato i total en lugar de aceptar d diez 
por ciento de las utilidades del Tofo i su pago 
total e inmediato se liabria obtenido, dedu 
ciendo la acción resolutoria por el no cumpli­
miento del contrato i haciendo valer en segui­
da la acción que nace de la hipoteca consti­
tuida sobre las minas i sobre el establecimien­
to del Tofo.

Que este es un error fundamental que acu­
sa mui poco conocimiento de los antecedentes, 
se demostrará al tratar de esa acción resolu­
toria tan preconizada por el señor Diputado.

VIII

1. ° Con relación al artículo 5.°, que el se­
ñor Espinosa Jara estima legal, manifestaba 
el señor Ibáñez que también contraría la lei i 
empeora la condición legal del Fisco, porque, 
según la lei de 1913, artículo 1.1, da Compa 
ñía constituyó hipoteca sobre el mineral del 
Tofo para responder al Estado de todas las 
obligaciones ele la Compañía, sin reservarse 
nada, fíjense los señores Diputados»; entre 
tanto, el decreto limita esa hipoteca a garan­
tizar la devolución de novecientos i tantos mil 
pesos.

2. ° El señor Ibáñez sufre un error. Si la. hi­
poteca comprende todas las obligaciones de la 
Compañía, i si esa hipoteca, según el articulo 
11, se refiere únicamente a garantizar el pago 
de los préstamos, i la devolución, cuando pro­
ceda, de las cantidades recibidas por interes o 
amortización, es concluyente que la Compa­
ñía, a juicio del señor Ibáñez, no contraía 
otra obligación que devolver esas cantidades.

3. ° La lectura del artículo 11 de la lei de 
1913 es suficiente para demostrar que no hai 
tal hipoteca ilimitada; está, precisamente, cir­
cunscrita a las cantidades recibidas como prés­
tamo i como interes i amortización.

La, Sociedad, por estos tres capítulos reuni­
dos, no ha recibido sino novecientos i tantos 
mil pesos; renuncia recibir mas en adelante; 
luego, en conformidad con la lei, la hipoteca 
no puede estenderse sino a esa suma. El de 
creto no necesitó decirlo, es la lei quien lo 
dice.

IX

l.°  El artículo 6.° se sostiene que es ilegal, 
porque amplía en un año" el plazo concedido 
por el artículo 14 de la leí de 1905, para po­
ner término a la concesión en caso de no fun­
cionar los Hornos; i se dice que absurdo, por­
que bastaría encender los Hornos un dia con 

el intervalo de cuatro años para no incurrir 
en la sanción.

2. ° Esto último, si fuera exacto, nada pro­
baría en contra de la legalidad del decreto. 
Pero para que se pueda proponer una obser­
vación como ésa. es necesario no saber lo 
que es un Alto Horno, ni cuánto dinero i es­
fuerzo demanda la operación de encenderlo. 
No es creible que por darse el placer de bur­
lar la estipulación de un contrato se constitu­
ya una Compañía poderosa, invierta capitales 
crecidos i haga cada cuatro años un conside­
rable desembolso para encender un Horno sin 
objeto práctico ninguno.

3. ° El aitículo es perfectamente legal, por­
que es un derecho que la Compañía conviene 
no acordarlo al Gobierno i que en ninguna 
forma estaba establecido en la lei.

4. ° El artículo 14 de la lei cíe 1905 se re­
fiere a algo enteramente diverso. Dice así: 
«Si en el término de tres años, a contar des­
de Ja entrega de los bosques i de los terrenos 
parala ubicación del establecimiento, no estu­
viese éste en actividad, se declarará termina­
do el contrato, aplicándose a favor del Fisco 
el valor de la garantía».

Este artículo contempla únicamente la obli­
gación de la Compañía de tener en actividad 
el establecimiento en el plazo de tres años 
desde la entrega de los bosques i de los te­
rrenos. Pero nada dijo la lei en prevision de 
que dejase de funcionar en seguida.

5. ° No se diga que la lei quiso exijir una 
actividad permanente o que la paralización 
pudiera exceder de tres años, porque no es 
eso lo que está escrito i porque lo contrario 
resulta si se toma en cuenta que, al no cum­
plirse con la exijencia de la lei, el contrato 
quedaría sin efecto i se aplicaría a favor del 
Fisco el valor de la garantía.

Supone, pues, la lei, que la garantía existe 
en arcas fiscales i esta suposición es inconci­
liable con la idea de que esos tres años fijen 
otra cosa que la iniciación de la actividad en 
el establecimiento, i ello por la razon mui 
clara de que, según el artículo 13, la garan­
tía será devuelta al concesionario tan luego 
como funcione el primer Alto Horno.

X

l.°  Se ha dicho con insistencia que el Go­
bierno ha abandonado la situación mui favora­
ble que tenia para obtener la resolución del 
contrato por falta de cumplimiento de los 
Altos Hornos, con lo cual se habría llegado 
a poner término al monopolio que existe es­
tablecido en su favor. La falta de cumplí- 
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miento del contrato nacería de que los Altos 
Hornos no lian producido ni están en sitna 
cien de producir las cantidades señaladas en 
el artículo 2.° del contrato de 1913.

2. ° Una argumentación de esta clase, se ha 
dicho ya, demuestra un sensible desconoci­
miento de los antecedentes. Prescindiendo del 
alcance que se ha demostrado que ese artículo 
tiene, i aceptando en hipótesis la idea contra­
ria ¿cómo deducir de ella la falta actual de 
cumplimiento del contrato que autorizara una 
acción resolutoria?

Para hacerlo hai que echar en olvido que 
la producción no empezaría a ser obligatoria 
sino un año después de la entrega de los bos­
ques, i como éstos no se entregaron sino en 
agosto de 1913, la obligación no se iniciaría 
tampoco sino en agosto de este año; como to­
davía la producción fijada es para completar­
la en el curso de un año, la obligación no seria 
exijible sino en agosto de 1914, pudiendo to­
davía la Sociedad contar con un año más, 
acojiéndose al inciso 3.° del artículo 4.° Para 
que la Compañía estuviera en mora de cum­
plir habría sido necesario esperar hasta agos­
to de 1916.

3. ° Se dirá que la Sociedad estaba en la im­
posibilidad de cumplir i que así lo habia de­
clarado. Es efectivo, pero lo es igualmente, que 
esta imposibilidad la fundaba en lo que ella 
estimaba violación del contrato por parte del 
Fisco.

La acción resolutoria habria venido; mas no 
por la razon insinuada por el señor Ibáñez, 
sino deducida por ambas partes para estable­
cer cuál habia quebrantado el contrato i sobre 
quién deoiera pesar la indemnización de per­
juicios.

4. ° El Ministro no quiso, ni quería tampoco 
ahora, echar sobre el Fisco las contiDj encías' 
de un litijio, cuya pérdida le habría impuesto 
enormes e incalculables responsabilidades, 
cuando se le abría un camino llano i espedito 
para evitarlas i para procurarse la espectativa 
de la producción siderúrjica sin ninguna de las 
gabelas anteriores de garantías i de préstamos 

i asegurándose en forma rápida i exenta de te­
mores la devolución de lo ya pagado.

Los señores Diputados que, sin comprome­
terse con el pronóstico, dan por ganado el 
pleito i que, en caso de perderlo les quedaría 
el recurso de afirmar con el señor Ibáñez que 
eso no significaría que no sea exacto lo que 
dice, pueden creer que el Ministro haya hecho 
tnal no embarcándose en él; pero acaso no. 
opinarían, de igual modo si tuvieran la respon­
sabilidad en la elección del procedimiento.

5.°  I es de creerlo así con tanto mayor fun­
damento cuanto que la resolución del contra­
to de 1913 acordada, i debe creerse que así 
hubiera sucedido, en favor del Fisco, léjos de 
poner término a las dificultades no habria he­
cho sino agravarlas considerablemente, ha­
ciendo aparecer una cuestión nueva: la super­
vivencia de lei de 1905 en toda su integridad.

XI

Como se ha demostrado que el contrato im­
pugnado no es nulo en ninguna manera, care­
ce de utilidad seguir al señor Marchant en su 
razonamiento, bien equivocado, por cierto, de 
que dicho contrato estaría viciado de nulidad 
absoluta, nulidad que pudieran invocar los 
Altos Hornos, a pesar de la espresa prohibi­
ción del artículo 1683 del Código Civil.

Desearía agregar todavía una palabra.
Las razones contenidas en este discurso a 

que he dado lectura son las que tengo para 
abrigar el mas íntimo convencimiento de que 
he procedido ajustándome estrictamente a los 
dictados Je la lei, no ya solo a la convenien­
cia fiscal. I estas palabras sirvan de esplicacion 
a los Diputados que me han llamado a aceptar 
un voto de transacción. Yo no puedo aceptar 
otro voto que el formulado por el honorable 
señor Vicuña.

El señor Puga Borne (vice-Presidente).— 
Se levanta la sesión.

Se levantó la sesión.

M. E. Cerda, 
J efe de la Redacción.
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ANEXO

Documento mandado publicar a pedido del señor Bañados

«Señor injeniero jefe de Maestranza prime­
ra Sección de los Ferrocarriles del Estado.— 
presente.

Mui señor nuestro:
Tenemos el honor de elevar a su conoci­

miento, i por su intermedio a la Dirección Je­
neral, la resolución adoptada por los opera­
rios de Maestranza de esta Sección; que en 
gran asamblea jeneral, llevada a cabo el dia 
12 a las cinco pasado meridiano, patrocinada 
i convocada al efecto, por el Consejo Federal 
de Valparaiso de la Gran Federación Obrera 
de Chile, institución que es compuesta casi en 
su totalidad por operarios de los Ferroca­
rriles.

La separación de obreros, en gran número 
perteneciente a los talleres de Maestranza de 
su dependencia, ha sorprendido dolorosamente 
al resto del personal, como a los mismos afec­
tados con esta medida, pues, no se nos escapa 
por el conocimiento que tenemos de la situa­
ción angustiosa por que atraviesa la indus­
tria i principalmente los establecimientos fa­
briles, que la situación que se les crea a nues­
tros compañeros; hoi separados, será por de 
mas crítica, i llevaría aparejada la escasez i 
la miseria a sus hogares, nos asiste el con­
vencimiento, que les será sumamente difícil 
encontrar trabajo. Tomando en consideración 
aparte de la situación creada a los establecí 
mientos fabriles que la gran cantidad de obre­
ros que hoi dia están sin trabajo, son conse 
cuencia de la situación económica actual.

Los operarios de Maestranza consideran 
que si razones de economía obligan a la Em 
presa a desprenderse de papte de su personal, 
ello afectará pronto al buen servicio porque 
se traduciiá en una menor labor i aglomera 
eion mayor de material rodante en mal estado 
del que existe actualmente. Sin embargo, no 
siendo de nuestra incumbencia entrar a dis­

cutir medidas que creamos son dictadas dentro 
del propósito de hacer economías.

Creemos, empero, demasiado duro en las 
circunstancias actuales, sin embargo, quere­
mos demostrar a la Empresa que estamos dis­
puestos a soportar en parte el sacrificio im­
puesto a unos pocos a objeto de salvarlos de 
esta situación tan crítica como la de que la 
Empresa no se desprenda de elementos de 
trabajo que mañana las necesidades del ser­
vicio necesitan.

Proponemos en conclusion, en nombre del 
personal aquí representado por la Gran Fede­
ración Obrera de Chile en Valparaiso, en la 
siguiente proposición:

1. ° Que se suspenda el trabajo durante dos 
dias mencionados, i con la economía que ella 
reporta se sostenga en su trabajo a todo el 
personal, quedando sin efecto la notificación 
hecha a los operarios de que cesaban en su 
trabajo.

2. ° Esta medida durará en vijencia hasta el 
31 de diciembre del presente año, tiempo que 
creemos suficiente para que se busquen eco­
nomías dentro de otro orden que no afecte a 
los intereses obreros,

3. ° La paralización de estos dos dias de 
trabajo que obedecen a circunstancias especia­
les, no hará perder ninguna de las garantías 
de que gozan los operarios hasta la fecha.

4. ° Este acuerdo entrará a rejir desde el l.° 
de julio próximo.

Sin otro particular, i confiado en la alturas 
de miras de la Dirección Jeneral, que sabrá 
inspirarse en lo anteriormente espresado, espe­
ramos una pronta solución.

Adelantando nuestros agradecimientos nos 
suscribimos de usted mui respetuosamente sus 
obsecuentes seguros servidores.

Valparaiso, 12 de junio do 1914.—Tomás 
Toro Q., presidente.—Alberto Cotapos M., se­
cretario.—Pedro Herrera C., tesorero.


